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ACTUALIDAD JURÍDICA: RECOPILACIÓN DE LA LEGISLACIÓN DE 

ANDALUCIA 

CONSEJO CONSULTIVO DE ANDALUCÍA 

CONSEJO CONSULTIVO DE ANDALUCÍA: LEY  

Ley 2/2024, de 19 de julio, del Consejo Consultivo de Andalucía (BOJA 

extraordinario de 31 de julio de 2024, número 12). 

El objetivo de la nueva ley es abordar mejoras técnicas y organizativas, y 

actualizar la regulación actual, incorporando las sucesivas reformas legislativas que se 

han venido acometiendo en la normativa estatal básica con incidencia en la materia. 

Se crea una Comisión de Estudios y Análisis Normativo, a la que corresponderá 

realizar estudios, informes y propuestas normativas cuando lo solicite el Consejo de 

Gobierno; recabar de los sectores afectados la información sobre los efectos de la 

normativa vigente que les resulten de aplicación; la elaboración de encuestas, 

estadísticas, informes de seguimiento de la aplicación normativa, e informe anual de 

actuaciones, así como otras funciones de estudio de doctrina jurisprudencial y del 

derecho comparado y de recomendaciones de buenas prácticas. 

Se modifica el límite de edad contemplado para las consejeras o consejeros 

permanente y se establece su dedicación con carácter exclusivo y a tiempo completo y a 

quienes se les aplica el régimen de incompatibilidades de altos cargos de la Junta de 

Andalucía. Se reduce el número de los consejeros electivos sin dedicación exclusiva de 

seis a cuatro. 

La Ley expresamente deroga la 4/2005, de 8 de abril, del Consejo Consultivo de 

Andalucía. 

JUNTA DE ANDALUCÍA 

JUNTA DE ANDALUCÍA: ORGANIZACIÓN: CONSEJERÍA DE LA 

PRESIDENCIA, INTERIOR, DIÁLOGO SOCIAL Y SIMPLIFICACIÓN 

ADMINISTRATIVA: MODIFICACIÓN 

Decreto 162/2004, de 26 de agosto, de la referida Consejería, por el que se 

modifica el Decreto 152/2022, de 9 de agosto, por el que se establece la estructura 

orgánica de la Consejería de la Presidencia, Interior, Diálogo Social y Simplificación 

Administrativa (BOJA extraordinario de 27 de agosto de 2024, número 15). 

https://www.juntadeandalucia.es/boja/2024/512/1
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2024/512/1
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2024/515/1


Actualidad Jurídica: Recopilación de legislación de Andalucía 

 
Página 2 de 12 

 
 
 

 

 

 
 

                Trabajo publicado bajo Licencia Creative Commons: Reconocimiento - No Comercial - Compartir Igual 

 

 

JUNTA DE ANDALUCÍA: ORGANIZACIÓN: CONSEJERIA DE ECONOMÍA, 

HACIENDA Y FONDOS EUROPEOS: MODIFICACIÓN 

Decreto 163/2004, de 26 de agosto, de la referida Consejería, por el que se 

modifica el Decreto 152/2022, de 9 de agosto, por el que se establece la estructura 

orgánica de la Consejería de Economía, Hacienda y Fondos Europeos (BOJA 

extraordinario de 27 de agosto de 2024, número 15). 

JUNTA DE ANDALUCÍA: ORGANIZACIÓN: CONSEJERIA DE DESARROLLO 

EDUCATIVO Y FORMACIÓN PROFESIONAL 

Decreto 164/2024, de 26 de agosto, de la referida Consejería, por el que se 

establece la estructura orgánica de la Consejería de Desarrollo Educativo y Formación 

Profesional (BOJA extraordinario de 27 de agosto de 2024, número 15). 

JUNTA DE ANDALUCÍA: ORGANIZACIÓN: CONSEJERIA DE AGRICULTURA, 

PESCA, AGUA Y DESARROLLO RURAL: MODIFICACIÓN 

Decreto 165/2024, de 26 de agosto, de la referida Consejería, por el que se 

modifica el Decreto 157/2022, de 9 de agosto, por el que se establece la estructura 

orgánica de la Consejería de Agricultura, Pesca, Agua y Desarrollo rural (BOJA 

extraordinario de 27 de agosto de 2024, número 15). 

JUNTA DE ANDALUCÍA: ORGANIZACIÓN: CONSEJERIA DE TURISMO Y 

ANDALUCÍA EXTERIOR 

Decreto 166/2024, de 26 de agosto, de la referida Consejería, por el que se 

establece la estructura orgánica de la Consejería de Turismo y Andalucía Exterior 

(BOJA extraordinario de 27 de agosto de 2024, número 15). 

JUNTA DE ANDALUCÍA: ORGANIZACIÓN: CONSEJERIA DE FOMENTO, 

ARTICULACIÓN DEL TERRITORIO Y VIVIENDA: MODIFICACIÓN 

Decreto 167/2024, de 26 de agosto, de la referida Consejería, por el que se 

modifica el Decreto 160/2022, de 9 de agosto, por el que se establece la estructura 

orgánica de la Consejería de Fomento, Articulación del Territorio y Vivienda (BOJA 

extraordinario de 27 de agosto de 2024, número 15). 

JUNTA DE ANDALUCÍA: ORGANIZACIÓN: CONSEJERIA DE INCLUSIÓN 

SOCIAL, JUVENTUD, FAMILIAS E IGUALDAD: MODIFICACIÓN 

Decreto 168/2024, de 26 de agosto, de la referida Consejería, por el que se 

modifica el Decreto 161/2022, de 9 de agosto, por el que se establece la estructura 

https://creativecommons.org/licenses/by-nc/4.0/
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orgánica de la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad (BOJA 

extraordinario de 27 de agosto de 2024, número 15). 

JUNTA DE ANDALUCÍA: ORGANIZACIÓN: CONSEJERIA DE CULTURA Y 

DEPORTE 

Decreto 169/2024, de 26 de agosto, de la referida Consejería, por el que se 

establece la estructura orgánica de la Consejería de Cultura y Deporte (BOJA 

extraordinario de 27 de agosto de 2024, número 15). 

JUNTA DE ANDALUCÍA: ORGANIZACIÓN: CONSEJERÍA DE 

SOSTENIBILIDAD Y MEDIO AMBIENTE 

Decreto 170/2004, de 26 de agosto, de la referida Consejería, por el que se 

establece la estructura orgánica de la Consejería de Sostenibilidad y Medio Ambiente 

(BOJA extraordinario de 27 de agosto de 2024, número 15). 

JUNTA DE ANDALUCÍA: ORGANIZACIÓN: INDUSTRIA Y MINAS: 

MODIFICACIÓN 

Decreto 171/2004, de 26 de agosto, de la referida Consejería, por el que se 

modifica el Decreto 163/2022, de 9 de agosto, por el que se regula la estructura orgánica 

de la Consejería de Industria, Energía y Minas (BOJA extraordinario de 27 de agosto de 

2024, número 15). 

JUNTA DE ANDALUCÍA: ORGANIZACIÓN: SALUD Y CONSUMO 

Decreto 198/2004, de 3 de septiembre, de la referida Consejería, por el que se 

establece la estructura orgánica de la Consejería de Salud y Consumo (BOJA 

extraordinario de 4 de septiembre de 2024, número 16). 

Corrección de errores, BOJA de 18 de septiembre de 2024, número 182. 

JUNTA DE ANDALUCÍA: ORGANIZACIÓN: CONSEJERÍA DE JUSTICIA, 

ADMINISTRACIÓN LOCAL Y FUNCIÓN PÚBLICA: MODIFICACIÓN 

Decreto 211/2024, de 24 de septiembre, de la referida Consejería, por el que se 

modifica el Decreto 1642022, de 9 de agosto, por el que se establece la estructura 

orgánica de la Consejería de Justicia, Administración Local y Función Pública (BOJA 

de 27 de septiembre de 2024, número 189). 
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MEDIO AMBIENTE 

MEDIO AMBIENTE: PARQUES NATURALES BAHÍA DE CÁDIZ, ESTRECHO Y 

PLAYA DE LOS LANCES: PLANES DE ORDENACIÓN Y DE GESTIÓN: 

APROBACIÓN 

Decreto 130/2024, de 23 de julio, de la Consejería de Sostenibilidad, Medio 

Ambiente y Economía Azul, por el que se aprueban el Plan de Ordenación de los 

Recursos Naturales y el Plan Rector de Uso y Gestión del Parque Natural Bahía de 

Cádiz, el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales del Parque Natural del Estrecho 

y del Paraje Natural Playa de los Lances y el Plan Rector de Uso y Gestión del Parque 

Natural del Estrecho y medidas de gestión para la Zona Especial de Conservación y se 

modifican el Decreto 90/2006, de 18 de abril, y el Decreto 1/2017, de 10 de enero 

(BOJA de 29 de julio de 2024, número 146). 

MEDIO AMBIENTE: ESTACIONES DE TRANSFERENCIA DE BIORRESIDUOS: 

PLAN: APROBACIÓN  

Acuerdo de 26 de julio de 2024, de la Consejería de sostenibilidad, Medio 

Ambiente y Economía Azul, por la que se aprueba el Plan de Estaciones de 

Transferencia de Biorresiduos de Andalucía (PlanetA) dentro del Programa de 

Andalucía FEDER 2021-2027 (BOJA de 5 de agosto de 2024, número 151). 

Corrección de errores, BOJA de 16 de agosto de 2024, número 159. 

MEDIO AMBIENTE: PARQUES NATURALES: SIERRA DE ARACENA, Y PICOS 

DE AROCHE, SIERRA MORENA DE SEVILLA Y SIERRA DE HORNACHUELOS: 

PLAN DE ORDENACIÓN DE LOS RECURSOS NATURALES Y DE LOS PLANES 

RECTORES  

Decreto 131/2024, de 23 de julio, de la Consejería de sostenibilidad, Medio 

Ambiente y Economía Azul, por el que se aprueban los Planes de Ordenación de los 

Recursos Naturales y los Planes Rectores de Uso y Gestión de los Parques Naturales 

Sierra de Aracena y Picos de Aroche, Sierra Morena de Sevilla y Sierra de 

Hornachuelos (BOJA de 6 de agosto de 2024, número 152). 

MEDIO AMBIENTE: ESPACIO NATURAL DE DOÑANA: PROGRAMA 

SECTORIAL DE USO PÚBLICO: APROBACIÓN 

Orden de 28 de junio de 2024, de la Consejería de sostenibilidad, Medio 

Ambiente y Economía Azul, por el que se aprueba el Programa Sectorial de Uso 

Público del Espacio Natural de Doñana (BOJA de 6 de agosto de 2024, número 152). 

 

https://creativecommons.org/licenses/by-nc/4.0/
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2024/146/3
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2024/151/20
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2024/159/23
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2024/152/3
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2024/152/31


Revista digital CEMCI 
ISSN 1989-2470 

Número 63: julio a septiembre de 2024 

Página 5 de 12 

 

 
 

Centro de Estudios Municipales y de Cooperación Internacional (CEMCI) - Plaza Mariana Pineda 8 - C.P. 18.009 - Granada (España) 
Página web: http://www.cemci.org/revista/ - Correo electrónico: revista@cemci.org 

PARQUES NATURALES 

PARQUES NATURALES: ÁREAS DE INFLUENCIA: SUBVENCIONES: BASES 

REGULADORAS 

Orden de 30 de agosto de 2024, de la Consejería de Sostenibilidad y Medio 

Ambiente, por la que se establecen las bases reguladoras de las ayudas destinadas a las 

áreas de influencia socioeconómica de los Parques Nacionales de Andalucía (BOJA de 

6 de septiembre de 2024, número 174). 

El objeto de la Orden es establecer las bases reguladoras para la concesión de 

subvenciones por la Consejería con competencia en materia de Medio Ambiente para la 

realización de actividades y acciones en las áreas de influencia socioeconómica de los 

Parques Nacionales de Andalucía, de conformidad a lo dispuesto en el Real Decreto 

1229/2005, de 13 de octubre, por el que se regulan las subvenciones públicas con cargo 

a los Presupuestos Generales del Estado en las áreas de influencia socioeconómica de 

los Parques Nacionales. 

El objeto de las actuaciones subvencionables son las siguientes: 

a) Las inversiones en las áreas de influencia socioeconómica de los Parques 

Nacionales de la Comunidad Autónoma de Andalucía referidas a:  

1.º Iniciativas públicas tendentes a la modernización de las infraestructuras 

urbanas, periurbanas y rurales destinadas al uso general, así como a la diversificación y 

mejora de los servicios prestados por la Administración local, cuando guarden una 

relación directa con las finalidades y objetivos que establecen las normas de declaración 

de los Parques Nacionales de Andalucía o sus instrumentos de planificación.  

2.º Iniciativas públicas o privadas destinadas a la conservación o restauración del 

patrimonio natural, siempre que presenten un manifiesto valor ecológico.  

3.º Iniciativas públicas o privadas orientadas a la eliminación de cualquier tipo de 

impacto sobre los valores naturales o culturales que justificaron la creación de los 

Parques Nacionales de Andalucía, incluido el impacto visual sobre la percepción 

estética de los Parques Nacionales ocasionado por infraestructuras preexistentes.  

4.º Iniciativas públicas o privadas dirigidas a garantizar la compatibilidad de las 

actividades y los usos tradicionales con la finalidad y objetivos de los Parques 

Nacionales de Andalucía.  

5.º Iniciativas públicas o privadas destinadas a la conservación o restauración del 

patrimonio arquitectónico, así como aquellas que contribuyan a la recuperación de la 

tipología constructiva tradicional, siempre que presenten un manifiesto valor 

histórico artístico o cultural a escala local.  

6.º Iniciativas privadas destinadas a la puesta en marcha de actividades 

económicas relacionadas con los Parques Nacionales de Andalucía, en particular, las 

https://www.juntadeandalucia.es/boja/2024/174/2
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relacionadas con la prestación de servicios de atención a visitantes y la comercialización 

de productos artesanales. 

 7.º Iniciativas privadas destinadas al mantenimiento o la recuperación de la 

tipología constructiva tradicional de los edificios que constituyen la primera residencia 

de sus propietarios o que tienen un uso directamente relacionado con la actividad 

productiva asociada al sector primario.  

8.º Iniciativas privadas destinadas a la dotación, en la primera residencia de sus 

propietarios, de las condiciones exigidas para la concesión de la cédula de habitabilidad 

a viviendas con una antigüedad acreditada de más de 50 años. 

b) Las actividades no consistentes en inversiones referidas a:  

1.º Iniciativas públicas o privadas orientadas a la divulgación de los valores e 

importancia de los Parques Nacionales de Andalucía entre amplios sectores de la 

sociedad local.  

2.º Iniciativas públicas o privadas destinadas a la formación de la población local 

en tareas relacionadas con la gestión de los Parques Nacionales de Andalucía en 

cualquiera de sus facetas, con la conservación de los valores naturales y culturales que 

justificaron su declaración o con el uso sostenible de los recursos naturales renovables.  

c) Con carácter general, cualquier iniciativa pública o privada expresamente 

prevista en los planes de desarrollo sostenible de los Parques Nacionales de la 

Comunidad Autónoma de Andalucía de cualquiera de los municipios que conforman sus 

áreas de influencia socioeconómica. 

Podrán ser beneficiarios de las subvenciones, entre otros: 

- Los ayuntamientos de los municipios situados en el área de influencia 

socioeconómica de los Parques Nacionales. 

         - Las entidades locales menores pertenecientes a dichos ayuntamientos.  

- Las entidades de carácter supramunicipal de las que formen parte uno o varios de 

dichos ayuntamientos y hayan sido creadas por las comunidades autónomas en el 

ejercicio de sus competencias en materia de régimen local. 

 - Las fundaciones y asociaciones sin ánimo de lucro legalmente constituidas y 

cuya sede social o la de alguna de sus secciones o delegaciones radique en el área de 

influencia socioeconómica de un Parque Nacional. 

- Las asociaciones de municipios incluidos en el área de influencia 

socioeconómica de uno o varios Parques Nacionales. 

El procedimiento de concesión establecido para las Entidades Locales, será el de 

concurrencia no competitiva, se iniciará a instancia de las mismas, previa convocatoria. 

La persona titular de la Consejería competente en materia de Medio Ambiente 

convocará las subvenciones establecidas en esta orden. Las convocatorias de las 

subvenciones deberán publicarse en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y 

previstas en el Plan Estratégico de Subvenciones de la Consejería. 

https://creativecommons.org/licenses/by-nc/4.0/
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Las solicitudes de las subvenciones reguladas en la orden se presentarán en el 

plazo establecido en la correspondiente convocatoria y se dirigirán a la persona titular 

de la Dirección General con competencias en materia de Espacios Naturales Protegidos 

y Parques Nacionales. 

El órgano competente para la resolución del procedimiento de concesión de 

subvenciones es la persona titular de la Dirección General con competencia en materia 

de Espacios Naturales Protegidos, que actuará por delegación de la persona titular de la 

Consejería competente en materia de medio ambiente. 

Finalmente, la Orden deroga expresamente la Orden de 23 de julio de 2010, por la 

que se establecen las bases reguladoras de la concesión de subvenciones en las áreas de 

influencia socioeconómica del Parque Nacional de Doñana y del Parque Nacional de 

Sierra Nevada, y se efectúa su convocatoria para 2010. 

PROTECCIÓN CIVIL 

PROTECCIÓN CIVIL: MUNICIPIOS: REGULACIÓN 

Decreto 197/2024, de 3 de septiembre, de la Consejería de la Presidencia, 

Interior, Diálogo Social y Simplificación Administrativa, por el que se regula el Sistema 

Local de Protección Civil en los municipios de la Comunidad Autónoma de Andalucía 

(BOJA de 6 de septiembre de 2024, número 174). 

El objeto del decreto es regular el Sistema Local de Protección Civil en los 

municipios de la Comunidad Autónoma de Andalucía como instrumento esencial para 

asegurar la coordinación, la cohesión y la eficacia de las políticas municipales de 

protección civil, así como regular el distintivo de las Agrupaciones Locales del 

Voluntariado de Protección Civil de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Define la protección civil municipal como instrumento de la política de seguridad 

pública municipal, es el servicio público que protege a las personas, sus bienes, los 

animales, el medio ambiente y el patrimonio histórico, artístico y cultural garantizando 

una respuesta adecuada del municipio, en el ámbito de sus competencias, ante los 

distintos tipos de emergencias y catástrofes originadas por causas naturales o derivadas 

de la acción humana, sea ésta accidental o intencionada, acaecidas dentro del término 

municipal y de sus competencias. 

La máxima autoridad de protección civil en el municipio es la persona titular de la 

Alcaldía, quien puede asumir, igualmente, la dirección de las emergencias de 

competencia municipal, de acuerdo con lo dispuesto en los planes de emergencias de 

competencia municipal. 

Los servicios de protección civil y emergencias locales, los servicios de 

prevención, extinción de incendios y salvamento, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 

https://www.juntadeandalucia.es/boja/2024/174/1
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los servicios de atención sanitaria municipales y otros servicios municipales de apoyo 

logístico y social tienen la consideración de servicios públicos locales de intervención y 

control en emergencias de protección civil. 

Aparte de las competencias que la legislación del Estado y de la Comunidad 

Autónoma asigne a los municipios en materia de protección civil, el decreto les atribuye 

expresamente, las siguientes: 

a) La elaboración, aprobación, implantación y desarrollo del Plan Territorial de 

Emergencias de Ámbito Local. 

b) La elaboración, aprobación, implantación y desarrollo del Plan Territorial de 

Emergencias de Ámbito Local.  

c) La elaboración y actualización del catálogo de recursos movilizables 

correspondiente a su ámbito territorial.  

d) Garantizar los procedimientos de interfase para la activación de planes de 

ámbito superior. 

 e) La creación, mantenimiento y dirección de la estructura de coordinación 

operativa y, en su caso, el Centro de Coordinación Operativa Local y otros servicios 

operativos.  

f) La promoción del voluntariado como medio para la vinculación ciudadana en 

materia de protección civil.  

g) La realización de los programas de prevención de riesgos y campañas de 

información. 

 h) Disponer la aplicación de los planes de emergencia cuya dirección corresponda 

a un órgano local correspondiéndole a la Comunidad Autónoma o al Estado la dirección 

y coordinación de las actuaciones cuando se declare la emergencia a nivel autonómico o 

estatal.  

i) Aquellas otras que les atribuya la legislación vigente. 

El Centro de Coordinación Operativa Local, CECOPAL se configura como centro 

de coordinación, constituyéndose como centro receptor de avisos y de todos los 

sistemas de información y bases de datos necesarios para el apoyo a la gestión de las 

emergencias en las distintas situaciones de la operatividad. 

El Servicio Local de Protección Civil (en adelante, SLPC, es el encargado de 

articular y desarrollar las competencias que ostentan en esta materia los municipios 

andaluces, debiendo los municipios contar con este servicio  

La estructura local del SLPC se determinará reglamentariamente por el 

ayuntamiento, debiendo contar con personal técnico, en función de lo establecido en el 

Decreto. 

Los municipios con población de menos de veinte mil habitantes prestarán este 

servicio directamente por el ayuntamiento o a través de una entidad local de carácter 

supramunicipal en la que podrá participar la Diputación Provincial. 

https://creativecommons.org/licenses/by-nc/4.0/


Revista digital CEMCI 
ISSN 1989-2470 

Número 63: julio a septiembre de 2024 

Página 9 de 12 

 

 
 

Centro de Estudios Municipales y de Cooperación Internacional (CEMCI) - Plaza Mariana Pineda 8 - C.P. 18.009 - Granada (España) 
Página web: http://www.cemci.org/revista/ - Correo electrónico: revista@cemci.org 

La prestación del SLPC podrá realizarse a través de las entidades e instrumentos 

para la cooperación establecidas en la normativa aplicable en materia de régimen local. 

El SLPC se integra en el ámbito de sus competencias en el Sistema Nacional de 

Protección Civil. 

El Decreto define la Agrupación Local del Voluntariado de Protección Civil (en 

adelante, ALVPC) como la organización constituida con carácter altruista que, 

dependiendo orgánica y funcionalmente de los entes locales, tiene como finalidad la 

participación voluntaria de la ciudadanía en tareas de protección civil, realizando 

funciones de colaboración en labores de prevención, socorro y rehabilitación., y se 

regularán por lo establecido en sus reglamentos de organización y funcionamiento 

propios. 

Corresponde al órgano competente de la entidad local la creación, modificación, 

disolución y registro en el Registro de las Agrupaciones Locales del Voluntariado de 

Protección Civil de la Comunidad Autónoma de Andalucía, de la ALVPC. 

La ALVPC dependerá orgánica y funcionalmente de la entidad local, con 

excepción de lo establecido en el apartado siguiente y se adscribirán al SLPC del 

ayuntamiento correspondiente, si bien, cuando actúe dentro del marco de intervención 

de un plan de emergencia, dependerá funcionalmente de la persona titular de la 

dirección de dicho plan. 

Desarrollará sus funciones dentro del ámbito territorial de la entidad local a la que 

pertenezca si bien podrá actuar fuera de este ámbito en los supuestos previstos en el 

Decreto, y previa comunicación al órgano competente en materia de emergencias y 

protección civil de la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en la provincia 

a la que pertenece la entidad local y en la provincia en la que se desarrolle la actuación, 

en caso de ser distintas. 

Las ALVPCs desarrollarán las siguientes funciones:  

a) Participación en actuaciones frente a emergencias, según lo establecido en el 

correspondiente plan activado, especialmente en el plan territorial de emergencia de 

ámbito local. 

 b) Colaboración en las tareas de dispositivos logísticos y de acción social en 

emergencias.  

c) Apoyo a los servicios de emergencias profesionales en caso de emergencia o de 

dispositivos ante situaciones de riesgos previsibles. 

d) Colaborar en tareas de elaboración, divulgación, mantenimiento e implantación 

de los planes de territoriales de emergencia de ámbito local y de los planes de 

autoprotección.  

e) Participación en campañas y planes formativos e informativos en materia de 

protección civil. 
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Tendrán la consideración de integrantes del voluntariado de protección civil las 

personas físicas que se comprometan de forma libre, gratuita y responsable a realizar 

actividades de interés general con carácter voluntario y sin ánimo de lucro, dentro de los 

programas propios de Protección Civil y a través de las Agrupaciones de tal naturaleza. 

El Decreto regula los requisitos para acceder a la condición de integrante del 

voluntariado, su cese, funciones, derechos, deberes y formación, formación que será 

impartida por el IESPA. Entre los derechos de los voluntarios el Decreto establece el de 

tener asegurados los riesgos derivados directamente del ejercicio de la actividad propia 

de la Agrupación, mediante un seguro de accidentes y enfermedad que contemple 

indemnizaciones por disminución física, incapacidad temporal o permanente, 

fallecimiento y asistencia médico-farmacéutica, así como con un seguro de 

responsabilidad civil, para el caso de daños y perjuicios causados a terceros, seguro 

cuyas condiciones y cuantías serán fijadas por la entidad local en términos análogos a 

los fijados para los empleados públicos locales con funciones similares en el ámbito de 

la protección civil. 

Asimismo, el Decreto regula el equipamiento, vehículos e instalaciones de las 

Agrupaciones, que correrán a cargo de la correspondiente entidad local. 

El Decreto crea las Juntas Locales de Protección Civil, que son obligatorias en 

todos los municipios de más de 20.000 habitantes y potestativas en los demás, que 

define como órganos colegiados de carácter deliberante, consultivo, de coordinación y 

participación de las Administraciones Públicas en materia de protección civil y que 

estarán adscritas al máximo órgano competente en materia de protección civil del 

Ayuntamiento. 

Su régimen de funcionamiento se regulará por las normas contenidas en la Ley 

40/2015, de 1 de octubre, así como en lo previsto en su reglamento de organización y 

régimen de funcionamiento, que será aprobado por el órgano competente del 

Ayuntamiento. 

Estarán presididas por la persona titular de la Alcaldía o persona en la que delegue 

el cargo y estará compuesta por representantes del ayuntamiento y de otras 

Administraciones Públicas, así como por otras organizaciones públicas o privadas que 

se consideren de interés, y será la establecida en sus reglamentos de organización y 

funcionamiento. 

Tienen como funciones generales el apoyo y asesoramiento en materia de 

protección civil a la persona titular de la alcaldía del municipio, así como en el impulso 

de las actuaciones necesarias en materia de previsión, prevención, protección, 

planificación, intervención y rehabilitación ante situaciones de grave riesgo, catástrofe o 

calamidad pública, y como funciones específicas las siguientes: 

a) Establecer los criterios de coordinación entre los diferentes servicios que 

puedan intervenir ante cualquier situación de riesgo o emergencia que se pueda 

presentar en el término municipal. 

 b) Informar los planes de protección civil que se elaboren y someterlos a la 

aprobación definitiva del órgano municipal competente.  

https://creativecommons.org/licenses/by-nc/4.0/
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c) Prestar asesoramiento en casos de grave riesgo, catástrofe o calamidad pública 

que se presenten en el término municipal, para la adopción de las medidas procedentes. 

d) Establecer los criterios de inspección y control para la prevención de riesgos. 

e) Aprobación de la memoria anual de actividades del Servicio de Protección 

Civil y de la propuesta de planificación de actividades para el ejercicio siguiente.  

f) Aquellas otras que el Ayuntamiento le encomiende. 

El Decreto crea la a Conferencia Regional del Sistema Local de Protección Civil, 

como órgano de coordinación y cooperación entre la Junta de Andalucía y los Sistemas 

Locales de Protección Civil. Su naturaleza jurídica es la de órgano de participación 

administrativa de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 20 y 88.2 d) de la Ley 

9/2007, de 22 de octubre., y queda adscrita a la Consejería con competencias en materia 

de Protección Civil. 

Regula el Decreto las funciones del personal técnico de protección civil 

municipal, cuyas funciones de carácter general son  

a) Participar en el desarrollo de las funciones encomendadas al Servicio Local de 

Protección Civil y en la dirección, en su caso, de los recursos humanos de dicho 

servicio.  

b) Colaborar en la gestión de las emergencias. 

c) Colaborar en la gestión del flujo de la información entre la dirección del plan y 

los operativos intervinientes, coordinando a nivel técnico las actuaciones precisas para 

la resolución de la emergencia, en función de lo establecido en los planes 

correspondientes. 

Y de forma específica participar en la ejecución de: 

a) Dirección, en su caso, supervisión y gestión del Servicio Local de Protección 

Civil.  

b) Dirección, en su caso, supervisión y gestión de las Agrupaciones del 

voluntariado de protección civil.  

c) Supervisión y control de la elaboración, desarrollo, implantación y 

mantenimiento de los planes territoriales de emergencia de ámbito local. 

 d) Control de los planes de autoprotección desarrollados en el ámbito territorial 

municipal.  

e) Desarrollo, gestión y supervisión de los planes de autoprotección de las 

actividades cuya titularidad corresponda al ayuntamiento. 

 f) Todas aquellas que le sean encomendadas por el órgano competente municipal. 

Dicho personal será seleccionado por los correspondientes Ayuntamientos, de 

acuerdo con la normativa de selección aplicable a la función pública, siendo requisito 

para ello estar en posesión de la titulación de Técnico Superior en Coordinación de 
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Emergencias y Protección Civil o de título universitario oficial o de técnico superior y, 

en este caso, tener superada la formación específica que le capacite como personal 

técnico de protección civil municipal. 

Finalmente, el decreto deroga expresamente el Decreto 159/2016, de 4 de octubre, 

por el que se aprueba el Reglamento General de las Agrupaciones Locales del 

Voluntariado de Protección civil de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

SERVICIOS SOCIALES 

SERVICIOS SOCIALES: FAMILIAS: PLAN: APROBACIÓN  

Acuerdo de 30 de julio de 2024, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueba 

el I Plan de Familias de Andalucía 2024-2025 (BOJA de 5 de agosto de 2024, número 

151). 

https://creativecommons.org/licenses/by-nc/4.0/
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2024/151/34
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ACTUALIDAD JURÍDICA: RECOPILACIÓN DE LA LEGISLACIÓN NACIONAL 

 

DOMINIO PÚBLICO HIDRÁULICO 

DOMINIO PÚBLICO HIDRÁULICO: MUNICIPIOS: MODIFICACIÓN: PLANTAS 

FOTOVOLTAICAS: INSTALACIONES EN EMBALSES DE CUENCAS 

HIDROGRÁFICAS DE COMPETENCI A DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL 

DEL ESTADO 

Real Decreto 662/2024, de 9 de julio de 2024, del Ministerio para la Transición 

Ecológica y el Reto Demográfico por el que se establece el régimen al que ha de estar 

sometida la instalación de las plantas fotovoltaicas flotantes en los embalses situados en 

el dominio público hidráulico en las cuencas hidrográficas cuya gestión corresponde a la 

Administración General del Estado, y por el que se modifica el Reglamento del 

Dominio Público Hidráulico, aprobado por el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril 

(BOE de 1 de agosto de 2024, número 185). 

 

HACIENDAS LOCALES 

 

HACIENDAS LOCALES: PRUDENCIA FINANCIERA: ACTUALIZACIÓN 

Resolución de 4 de julio de 2024, de la Secretaría General del Tesoro y 

Financiación Internacional, del Ministerio de Economía, Comercio y Empresa, por la 

que se actualiza el anexo 1 incluido en la Resolución de 4 de julio de 2017 de la 

Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, por la que se define el principio de 

prudencia financiera aplicable a las operaciones de endeudamiento y derivados de las 

comunidades autónomas y entidades locales (BOE de 5 de julio de 2024, número 162). 

 

HACIENDAS LOCALES: MUNICIPIOS: RIESGO FINANCIERO 

Resolución de 24 de julio de 2024, de la Secretaría General de Financiación 

Autonómica y Local, del Ministerio de Hacienda por la que se da cumplimiento al 

artículo 41.1.a) del Real Decreto-ley 17/2014, de 26 de diciembre, de medidas de 

sostenibilidad financiera de las comunidades autónomas y entidades locales y otras de 

carácter económico (BOE de 30 de julio de 2024, número 183). 

La resolución determina la relación de municipios que han cumplido con sus 

obligaciones de remisión de información económica-financiera, de acuerdo con la 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-15858
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2024-13672
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2024-15660
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normativa reguladora de las haciendas locales y la de estabilidad presupuestaria y 

sostenibilidad financiera y se encuentren en situación de riesgo financiero. 

 

HACIENDAS LOCALES: PRUDENCIA FINANCIERA: ACTUALIZACIÓN 

Resolución de 7 de agosto de 2024, de la Secretaría General del Tesoro y 

Financiación Internacional, del Ministerio de Economía, Comercio y Empresa, por la 

que se actualiza el anexo 1 incluido en la Resolución de 4 de julio de 2017 de la 

Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, por la que se define el principio de 

prudencia financiera aplicable a las operaciones de endeudamiento y derivados de las 

comunidades autónomas y entidades locales (BOE de 9 de agosto de 2024, número 

192). 

 

HACIENDAS LOCALES: PRUDENCIA FINANCIERA: ACTUALIZACIÓN 

Resolución de 4 de septiembre de 2024, de la Secretaría General del Tesoro y 

Financiación Internacional, del Ministerio de Economía, Comercio y Empresa, por la 

que se actualiza el anexo 1 incluido en la Resolución de 4 de julio de 2017 de la 

Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, por la que se define el principio de 

prudencia financiera aplicable a las operaciones de endeudamiento y derivados de las 

comunidades autónomas y entidades locales (BOE de 6 de septiembre de 2024, número 

216). 

 

IGUALDAD DE GÉNERO 

IGUALDAD DE GÉNERO: PARIDAD  

Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto, de representación paritaria y presencia 

equilibrada de mujeres y hombres (BOE de 2 de agosto de 2024, número 186). 

La Ley Orgánica establece la representación paritaria de hombres y mujeres en las 

listas electorales, en órganos constitucionales, en altos órganos de la Administración 

General del Estado y en los consejos de Administración en las sociedades de capital que 

coticen en bolsa y en las entidades de interés público, y en los colegios profesionales, 

modificando al respecto las correspondientes normas. 

En consecuencia, modifica, entre otras, la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, 

del Régimen Electoral General, con el fin de que las candidaturas que se presenten para 

las elecciones de diputados y diputadas al Congreso, municipales, de miembros de los 

consejos insulares y de los cabildos insulares, diputados y diputadas al Parlamento 

Europeo, miembros de las Asambleas Legislativas de las comunidades autónomas y de 

las Juntas Generales de los Territorios Históricos vascos, tengan una composición 

paritaria de mujeres y hombres, integrándose las listas por personas de uno y otro sexo 

ordenados de forma alternativa. 

https://creativecommons.org/licenses/by-nc/4.0/
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2024-16509
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2024-16509
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-17930
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-17930
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Modifica, asimismo el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, en el sentido de que el 

Consejo de Administración de las sociedades anónimas cotizadas ha de contar, como 

mínimo con un 40 por 100 del sexo menos representado. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior también es de aplicación a las entidades que, de 

conformidad con la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, tengan la 

consideración de entidad de interés público siempre que concurran las siguientes 

condiciones: a) que el número medio de trabajadores empleados durante el ejercicio sea 

superior a 250; y b) que el importe neto de la cifra anual de negocios supere los 50 

millones de euros o el total de las partidas de activo sea superior a 43 millones de euros. 

Se modifica, asimismo la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, en el 

sentido de que en los órganos de gobierno y representación de las fundaciones las 

personas de cada sexo no superen el sesenta por ciento ni sean menos del cuarenta por 

ciento, cuando concurran las siguientes circunstancias: a) que el número medio de 

personas empleadas durante el ejercicio sea superior a 125; b) que el importe del 

volumen de presupuesto anual supere los 20 millones de euros. 

Se modifica, igualmente la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público, en el sentido de que no podrán contratar, entre otras, aquellas empresas 

de 50 o más trabajadores, no cumplir con la obligación de contar con un plan de 

igualdad inscrito en el Registro laboral correspondiente. 

Finalmente, y en lo que aquí interesa, se modifica el texto refundido de la Ley del 

Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de 

octubre, en el sentido de que las medidas previstas en el párrafo 1º del apartado 8 del 

artículo 37, en los apartados 4 y 5 del artículo 40, en la letra n) del apartado 1 del 

artículo 45, en las letras d) y m)  del artículo 49, en la letra b) del apartado 4 del artículo 

53, en la letra b) del apartado 5 del artículo 55, en el apartado 1 del artículo 82, y en la 

letra d) del apartado 1, el primer párrafo del apartado 5 y el primer párrafo del apartado 

6 del artículo 89, son de aplicación, también, las personas víctimas de violencia sexual. 

 

SANIDAD PÚBLICA 

SANIDAD PÚBLICA: LEGIONELOSIS: MODIIFICACIÓN NORMATIVA 

Real Decreto 614/2024, de 2 de julio, del Ministerio de Sanidad por el que se 

modifica el Real Decreto 487/2022, de 21 de junio, por el que se establecen los 

requisitos sanitarios para la prevención y el control de la legionelosis (BOE de 3 de julio 

de 2024, número 160). 

 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2024-13422
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2024-13422
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VEHÍCULOS HISTÓRICOS 

 

VEHÍCULOS HISTÓRICOS: REGLAMENTO  

Real Decreto 892/2024, de 10 de septiembre, del Ministerio de la Presidencia, 

Justicia y Relaciones con las Cortes, por el que se aprueba el Reglamento de Vehículos 

Históricos (BOE de 18 de septiembre de 2024, número 226). 

El Real Decreto dispone que los municipios, en los términos que dispongan sus 

ordenanzas, atendiendo al uso ocasional de los vehículos históricos y no como medio de 

transporte cotidiano, podrán facilitar su circulación en las zonas de bajas emisiones. 

El Real Decreto deroga expresamente el Real Decreto 1247/1995, de 14 de julio, 

por el que se aprueba el Reglamento de Vehículos Históricos, y modifica el Reglamento 

General de Vehículos, aprobado por Real Decreto 2822/1998, de 23 de diciembre. 

 

 

https://creativecommons.org/licenses/by-nc/4.0/
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ACTUALIDAD JURÍDICA: RECOPILACIÓN DE JURISPRUDENCIA 

 

TRIBUNAL SUPREMO 

 

EMPLEADOS PÚBLICOS. COMPATIBILIDAD. COMPLEMENTO ESPECÍFICO 

SUPERIOR AL 30 POR 100 DE LAS RETRIBUCIONES BÁSICAS. SOLAMENTE 

DEBE COMPUTARSE LA PARTE DEL COMPLEMENTO QUE GUARDE 

RELACIÓN CON LAS CARACTERÍSTICAS DEL PUESTO. INTERÉS 

CASACIONAL 

Sentencia número 1022 de 10 de junio, de la Sección 4ª de la Sala Tercera, de lo 

Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo. 

Recurso de casación 1789/2022. 

Ponente: Luís María Díez-Picazo Giménez. 

Los antecedentes del asunto son como sigue. El recurrente, que pertenece a la 

Guardia Civil, solicitó que le fuera reconocida la compatibilidad para el ejercicio de la 

abogacía y de la docencia. Esta solicitud fue denegada por resolución del Subsecretario 

de Interior de 30 de julio de 2020, porque la cuantía del complemento específico 

cobrado por el solicitante supera el 30% de sus retribuciones básicas excluidos los 

conceptos por antigüedad y, por consiguiente, la compatibilidad queda excluida por el 

art. 16.4 de la Ley 53/1984, sobre incompatibilidades. 

En la estructura de las retribuciones de la Guardia Civil, solo el componente 

singular del complemento específico está cuantificado en función de las características 

del concreto puesto de trabajo desempeñado. El componente general del complemento 

específico, por el contrario, no guarda relación con cada puesto de trabajo, sino que 

viene determinado por el empleo o categoría del funcionario dentro de la jerarquía 

La cuestión de interés casacional consiste en interpretar el artículo 16.4 de la Ley 

53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades para determinar si, a efectos de 

reconocer la compatibilidad para el ejercicio de actividades privadas al personal que 

desempeñe puestos de trabajo que comporten la percepción de complementos 

específicos, o concepto equiparable, cuya cuantía no supere el 30 por 100 de su 

retribución básica, ha de considerarse la suma global percibida en tal concepto o 

únicamente aquella parte del mismo que retribuya, específicamente, las especiales 

condiciones del puesto de trabajo, su penosidad o dificultad. Y dicho artículo es la 

norma objeto de interpretación, así como el artículo 16.4 de la Ley 53/1984, de 26 de 

diciembre, de Incompatibilidades y el apartado 2º de la letra b) del artículo 4 del Real 

decreto 950/2005, de 29 de julio, de retribuciones de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado. 

La Sala del TS dice que nadie discute que el 30% de las retribuciones básicas del 

recurrente solo se superan si se computa la cuantía total de su complemento específico; 
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y no si se toma en consideración únicamente el componente singular del mismo. Y 

nadie cuestiona tampoco que el componente general del complemento específico no está 

cuantificado en razón de las características de cada puesto de trabajo, sino que, en 

principio, es uniforme dentro de cada nivel de la jerarquía de la Guardia Civil. 

Partiendo de esta base, es claro en una perspectiva teleológica que la finalidad o 

razón de ser de la norma recogida en el art. 16.4 de la Ley 53/1984 es excluir de la 

compatibilidad a los funcionarios que ocupan puestos de trabajo que -por su dificultad, 

penosidad o peligrosidad- llevan ya aparejada una remuneración particularmente 

elevada, situada por el legislador en más del 30% de las retribuciones básicas. Y 

siempre en este orden de ideas, hay que entender que se trata de puestos de trabajo cuyo 

adecuado desempeño aconseja una dedicación exclusiva. Siendo esto así, la conclusión 

ha de ser que solo aquel componente del complemento retributivo que en realidad 

guarda relación con las características de cada puesto de trabajo puede razonablemente 

ser tenido en cuenta a la hora de calcular si se supera el 30% de las retribuciones básicas 

y, por tanto, si cabe la compatibilidad con una actividad privada. La solución opuesta 

pecaría de vacío formalismo y, sobre todo, podría resultar aleatoria: superar o no el 

citado techo del 30% dependería de qué conceptos retributivos -cualquiera que sea la 

finalidad de los mismos- se encuadran dentro del complemento específico. Dicho de 

otro modo, la rígida interpretación llevada a cabo por el acto administrativo recurrido y 

la sentencia impugnada solo sería convincente si estuviera rigurosamente prohibido que 

el complemento específico comprenda nada ajeno a las características de cada puesto de 

trabajo.  

No es ocioso añadir una consideración sistemática, que conduce en la misma 

dirección: la Ley 53/1984 sobre incompatibilidades, donde se adopta la cuantía del 

complemento específico como vara de medir a la hora de conceder o denegar la 

compatibilidad, es contemporánea de la Ley 30/1984 sobre reforma de la función 

pública, donde se define -entre otras cosas- cuál es la finalidad del complemento 

específico. Ello quiere decir que ambos textos legales fueron elaborados por el mismo 

legislador, en un mismo contexto de reforma administrativa. De aquí la conveniencia de 

leer el art. 16.4 de la Ley 53/1984, sobre el que gira todo este litigio, a la luz del art. 

23.3.b) de la Ley 30/1984. 

 

URBANISMO. LOS INSTRUMENTOS DE ORDENACIÓN URBANÍSTICA 

MUNICIPAL PUEDEN REGULAR EL USO DE LOCALES DE JUEGO Y 

APUESTAS. JUSTIFICACIÓN DE LAS MEDIDAS. INTERÉS CASACIONAL 

Sentencia número 1068 de 17 de junio, de la Sección 5ª de la Sala Tercera, de lo 

Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo. 

Recurso de casación 8754/2022. 

Ponente: Carlos Lesmes Serrano. 

La cuestión de interés casacional consiste en determinar si resulta ajustado a 

Derecho que el ejercicio de la potestad de planeamiento de los Ayuntamientos en los 

instrumentos de ordenación urbanística municipal referida a la regulación del uso de los 

locales de juego y apuestas incida -y, en su caso, en qué medida- en los ámbitos de 
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libertad de empresa y libre prestación de servicios correspondientes a los titulares de 

aquellos establecimientos.  

Y las normas objeto de interpretación son: artículos 48 y 56 del Tratado de 

Funcionamiento de la Unión Europea; artículo 38 de la Constitución; artículo 25.2 a) de 

la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local; artículo 3 del 

Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana; artículos 5 y 17.4 de la Ley 

20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado; y artículo 2.2. h) de la 

Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y 

su ejercicio. 

La Sala del TS dice que en su reciente jurisprudencia ha resaltado la presencia, y 

exigencia, de un urbanismo cambiante, que intenta adaptarse a las nuevas 

circunstancias, realidades y necesidades sociales, urbanísticas y medioambientales, y 

que, a tal fin, utiliza sus instrumentos de planificación urbanística para conseguir y 

alcanzar la inevitable transformación de las ciudades. Y, para tal fin, se encuentran 

legitimadas ---y obligadas--- las Administraciones públicas que cuentan con 

competencia en el ámbito material del urbanismo, especialmente Ayuntamientos y 

Comunidades Autónomas para alcanzar tal fin. 

La planificación urbanística, que regula los asentamientos humanos y las 

ciudades, es una preocupación primordial para el Legislador. No solo es relevante para 

los poderes públicos nacionales, sino que adquiere un alcance internacional, como se 

refleja en la Nueva Agenda Urbana aprobada en la Conferencia de las Naciones Unidas 

sobre Vivienda y Desarrollo Urbano Sostenible en diciembre de 2016. También 

mantiene su importancia en la Unión Europea, que, aunque ha evitado integrar los 

aspectos más específicos del urbanismo en su normativa, ha incorporado elementos 

básicos de la materia, tal como se observa en el Manual de Estrategias de Desarrollo 

Urbano Sostenible y la Agenda Urbana para la UE fruto del Pacto de Ámsterdam, 

aprobado en la Reunión Informal de Ministros de Desarrollo Urbano de la UE, 

celebrada el 30 de mayo de 2016, y de la que deriva la Agenda Urbana Española 

documento estratégico, sin carácter normativo, y por tanto de adhesión voluntaria, que, 

de conformidad con los criterios establecidos por la Agenda 2030, la nueva Agenda 

Urbana de las Naciones Unidas y la Agenda Urbana para la Unión Europea persigue el 

logro de la sostenibilidad en las políticas de desarrollo urbano. Constituye, además, un 

método de trabajo y un proceso para todos los actores, públicos y privados, que 

intervienen en las ciudades y que buscan un desarrollo equitativo, justo y sostenible 

desde sus distintos campos de actuación. Para los fines presentes, es suficiente referirse 

al artículo 3 del Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado 

por el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, que aborda el contenido, 

finalidad y efectos de las potestades públicas de "regulación, ordenación, ocupación y 

transformación y uso del suelo". Mediante los instrumentos de planeamiento urbanístico 

se determinan, entre otras cuestiones, el régimen jurídico de los usos del suelo. En la 

regulación de estos usos, es innegable que se implica la libre prestación de servicios y 

establecimientos.  
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La fijación por parte de la Administración municipal, en su instrumento general 

de planeamiento urbanístico, de distancias mínimas entre locales destinados a 

determinadas actividades económicas, como los salones de juego y apuestas, representa, 

en principio, una limitación a la libertad de establecimiento y prestación de servicios 

contempladas en los artículos 49 y 56 del TFUE. Por lo tanto, dicha limitación 

administrativa debe cumplir, tal y como se ha indicado anteriormente, con lo 

establecido en el artículo 5 de la Ley 20/2013, en el sentido de justificar que estas 

restricciones son necesarias para proteger un interés general imperioso y que son 

proporcionadas a dicho interés. El artículo 5 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de 

garantía de la unidad de mercado, se refiere a las razones de interés general descritas en 

el artículo 3.11 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las 

actividades de servicios y su ejercicio. Estas razones incluyen el orden público, la 

seguridad pública, la protección civil, la salud pública, la preservación del equilibrio 

financiero del régimen de seguridad social, la protección de los derechos, la seguridad y 

la salud de los consumidores, los destinatarios de servicios y los trabajadores, las 

exigencias de la buena fe en las transacciones comerciales, la lucha contra el fraude, la 

protección del medio ambiente y del entorno urbano, la sanidad animal, la propiedad 

intelectual e industrial, la conservación del patrimonio histórico y artístico nacional, y 

los objetivos de la política social y cultural. 

Junto a lo anterior resulta esencial que el contenido y determinaciones de 

cualquier modificación puntual esté suficientemente motivado y que las limitaciones 

impuestas no representen una restricción absoluta para la implantación de los usos. En 

conclusión, las entidades locales están legitimadas para regular, con rango 

reglamentario, en sus instrumentos de planeamiento urbanístico, las condiciones de 

implantación de determinados usos, siempre que estas limitaciones estén justificadas en 

razones imperiosas de interés general, según lo interpretado por la jurisprudencia del 

Tribunal de Justicia de la Unión Europea y sean proporcionadas a la finalidad que 

persigan. 

Y responde a la cuestión de interés casacional planteada diciendo que el 

planeamiento urbanístico puede incluir determinaciones específicas sobre el uso del 

suelo urbano en relación con los locales de juego y apuestas. Estas determinaciones, si 

indirectamente afectan a la libertad de empresa y la libre prestación de servicios, deben 

estar adecuadamente justificadas por necesidades imperiosas de interés general. 

Además, las medidas adoptadas deben ser proporcionales, no imponer una restricción 

absoluta a la apertura de locales de juego y deben ser respetuosas con la legislación 

estatal y autonómica aplicable al sector del juego. 

 

FUNCIONARIOS PÚBLICOS. LOS FUNCIONARIOS INTERINOS DE LARGA 

DURACIÓN TIENEN DERECHO AL RECONOCIMIENTO DE GRADO EN LAS 

MISMAS CONDICIONES QUE LOS FUNCIONARIOS DE CARRERA. INTERÉS 

CASACIONAL 

Sentencia número 1078 de 18 de junio, de la Sección 4ª de la Sala Tercera, de lo 

Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo. 

Recurso de casación 2644/2022. 
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Ponente: José Luís Requero Ibáñez. 

La cuestión de interés casacional consiste en determinar si el derecho al 

reconocimiento del grado personal con base en el artículo 70.2 del Reglamento 

aprobado por el Real Decreto 364/1995, como determina entre otras, la sentencia del 

Tribunal Supremo de 7 de noviembre de 2018 (recurso de casación 1781/2017), es 

extensible o no a los funcionarios interinos que no han adquirido la condición de 

funcionarios de carrera y a los que puede resultar de aplicación la normativa 

autonómica. 

Y las normas objeto de interpretación son la Directiva 1999/70/CE del Consejo, 

de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP 

sobre el trabajo de duración determinada y en el artículo 22 de la Ley 6/1985, de 28 de 

noviembre, de Ordenación de la Función Pública de la Junta de Andalucía. 

La Sala del TS considera que el artículo 70.2 del Reglamento General de 

Promoción Profesional y, en definitiva, la normativa autonómica, exigen para reconocer 

ese primer grado el ingreso como funcionario de carrera en un cuerpo o escala. A estos 

efectos, no hay una diferencia sustancial entre la norma estatal y la equivalente 

andaluza, pues la condición de funcionario de carrera siempre se adquiere ingresando en 

un cuerpo o escala.  

 Por tanto, si al funcionario interino se le reconoce en la sentencia 293/2019 -y en 

las que en ella se citan la participación en un sistema de carrera profesional, la 

consecuencia de ese reconocimiento es el derecho a la consolidación de grado que es 

presupuesto para participar en el sistema de carrera (artículo 16.3.a) del EBEP). Ahora 

bien, para que la cláusula cuarta del Acuerdo Marco produzca un efecto tan contundente 

como es desplazar la normativa interna, es preciso que se esté ante una interinidad que 

se repute abusiva, no ante llamamientos puntuales coherentes con el sentido y fin de la 

figura del funcionario interino. 

 Ahora bien, estamos en la lógica del Acuerdo Marco cuya finalidad es mejorar la 

calidad del trabajo de duración determinada garantizando el respeto al principio de no 

discriminación y evitar los abusos derivados de la utilización de sucesivos contratos o 

relaciones laborales de duración determinada (cláusula primera). Pues bien, para que la 

cláusula cuarta produzca un efecto tan contundente como es desplazar la normativa 

interna, es preciso que se esté ante una interinidad abusiva, de larga duración, no ante 

llamamientos puntuales, coherentes con el sentido y fin de la figura del funcionario 

interino. Sólo de darse esa circunstancia cabe aplicar las consecuencias de dicha 

cláusula en comparación con los funcionarios de carrera. 

Por tanto, declara que al amparo del Acuerdo Marco -y en coherencia con su 

finalidad- si la relación de empleo temporal es de larga duración, con abuso de la 

condición de interino, tal funcionario interino tiene derecho al reconocimiento del grado 

en las mismas condiciones que los funcionarios de carrera. 
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URBANISMO. CONVENIOS URBANÍSTICOS. NATURALEZA. INTERESES DE 

DEMORA EN CASO DE INVALIDEZ: DETERMINACIÓN SI LA INVALIDEZ ES 

A CAUSA DE LA RESOLUCIÓN O A CAUSA DE NULIDAD O ANULABILIDAD. 

INTERÉS CASACIONAL 

Sentencia número 1108 de 24 de junio, de la Sección 5ª de la Sala Tercera, de lo 

Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo. 

Recurso de casación 7145/2022. 

Ponente: Wenceslao Francisco Olea Godoy. 

La cuestión de interés casacional consiste en determinar el momento desde el que 

se devengan los intereses de demora en el supuesto de resolución de un convenio 

urbanístico de monetarización por incumplimiento de la Administración local. Y las 

normas objeto de interpretación son los artículos 1.256 y 1.258 del Código Civil, así 

como de los artículos 1.101, 1.108 y 1.124 del Código Civil y de la jurisprudencia civil, 

con cita de la STS de 13 de junio de 2019. 

Declara la Sala que en la base del debate subyace una cuestión ciertamente 

confusa desde el punto de vista conceptual, sin clara regulación en nuestro Derecho y, 

por tanto, con una jurisprudencia sin un criterio definido por atender a cuestiones 

coyunturales.  

Los denominados convenios urbanísticos, como se ha puesto de manifiesto por la 

doctrina, tienen una compleja naturaleza jurídica. Así, tienen un pleno reconocimiento 

en nuestro Derecho, pero sin una regulación detallada en ninguna de nuestras leyes 

urbanísticas tradicionales, menos ahora encomendada esa labor a una normativa 

autonómica, no siempre coincidente incluso en el mismo reconocimiento de esta 

institución. Con todo, la jurisprudencia de este Tribunal Supremo ha venido dando carta 

de naturaleza a estos convenios, estimando que constituye un mecanismo más en virtud 

del cual se articula la participación de los ciudadanos en la ejecución del planeamiento 

urbanístico, dando intervención a la iniciativa privada en dicha ejecución, máxime en 

una época en que esa normativa sectorial daba primacía a esa participación de los 

mismos propietarios afectados por las determinaciones del planeamiento, ahora 

mitigada, cuando no excluida. 

Precisamente por esa vinculación de los propietarios en la ejecución del 

planeamiento por esta vía convencional, es decir, mediante un acuerdo celebrado con la 

Administración actuante, la jurisprudencia de esta Sala ha venido declarando que dichos 

convenios son auténticos contratos, porque participan de todos los elementos de esas 

clásicas instituciones jurídicas. Y en la medida que dicho contrato no solo se celebra 

con una Administración pública, sino que se hace en el ejercicio de sus potestades 

administrativas (las de ejecución del planeamiento) que es su objeto y causa, se ha 

concluido que nos encontramos con un contrato administrativo. En ese sentido debe 

señalarse que estos convenios se deben estimar incluidos en la regla residual que de los 

mismos se establece en el párrafo segundo del artículo 25 de la Ley 9/2017, de 8 de 

noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP). Y siendo ello así, el régimen a que 

se someten dichos convenios es a su normativa específica, establecida en la mencionada 

Ley. Conforme al párrafo segundo del mencionado precepto, estos contratos se regirán 
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por dicha Ley, entre otras materias, en cuanto a su "extinción" y supletoriamente por 

"las normas de derecho privado", normas representadas en principio y como consta en 

las sentencias de instancia y en el mismo auto de admisión, por el Código Civil. 

En ese sentido cabe recordar que la teoría general del derecho establece que con 

relación a los supuestos de ineficacia de los negocios jurídicos, en general y, por tanto, 

también para los contratos, se ha de partir del presupuesto de que estos negocios 

requieren la concurrencia de voluntades contrapuestas y unas finalidades compatibles, 

que se somete a una serie de requisitos establecidos por la propia legislación para que 

produzca sus plenos efectos, de tal forma que si se ejecutan las obligaciones y 

compromisos asumidos por cada una de ellas y se llega a una completa ejecución de sus 

fines, el contrato, en palabras del artículo 209 de la LCSP, se extingue, porque con su 

cumplimiento se agotan sus efectos. 

Ahora bien, durante la vigencia del contrato pueden producirse situaciones 

patológicas por el incumplimiento de algunas de los presupuestos y condiciones que la 

ley impone para que produzca sus efectos, haciendo perder su eficacia al contrato, que 

sería la alternativa a su cumplimiento como se declara en el precepto mencionado. Pues 

bien, esos supuestos de ineficacia, sin pretender un examen exhaustivo, puede 

producirse, bien porque ya en el momento de realizar el concierto de voluntades se 

incurra en vicios esenciales que impidan producir los efectos previstos por la norma, 

supuesto que comporta la declaración de nulidad o anulabilidad que, en la medida que 

vicio del negocio se sitúa en su génesis, comporta que, en puridad de principios, el 

negocio nunca ha debido surgir al mundo jurídico y no debe producir efecto alguno y, si 

los ha producido, deben desaparecer del mundo jurídico, aun cuando dicha declaración 

se realice una vez que el negocio ya ha surtido todos o algunos de sus efectos. Es decir, 

la declaración de nulidad o anulabilidad tiene efectos ex tunc. 

Diferente del supuesto de nulidad o anulabilidad es el de la resolución del negocio 

jurídico, porque en este supuesto el negocio se ha celebrado válidamente y, en 

consecuencia, despliega sus efectos iniciales o incluso ulteriores, aunque no todos; no 

obstante, por alguna circunstancia surgida durante la vigencia del negocio se ocasiona 

su pérdida de eficacia porque se ha contravenido las condiciones que en él se 

impusieron y la ley impone que el negocio deja de producir los efectos que con él se 

habían pretendido. Es por ello por lo que, en tales supuestos, en la medida que el 

negocio había sido eficaz hasta un determinado momento, los efectos de esa declaración 

de resolución son ex nunc, porque solo tienen relevancia desde el momento en que se 

hace tal declaración, sin que sus efectos se retrotraigan al momento de la celebración del 

negocio. 

Ese esquema, que se ha elaborado por la doctrina, está implícito en la LCSP y, 

con mayor confusión, en nuestro viejo CC, como se ha encargado de poner de 

manifiesto la jurisprudencia. Y así, nuestro primer texto de derecho privado establece 

una regulación, no sin cierta confusión, de teoría general de las obligaciones que más 

bien cabe aplicar a todo negocio jurídico, haciendo referencia a la nulidad en el artículo 

1.303, aunque propiamente se refiere a la anulabilidad; y a la resolución en el artículo 

1.124. En el primer caso, el efecto es que, acorde con la ineficacia absoluta del contrato, 

https://laleydigital.laleynext.es/Content/Documento.aspx?idd=LE0000607855&version=Vigente&anchor=I1496
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"los contratantes deben restituirse recíprocamente las cosas que hubiesen sido materia 

del contrato, con sus frutos, y el precio con los intereses." Con relación a la resolución, 

se dispone en el segundo de los mencionados preceptos que el efecto es el 

"resarcimiento de daños y abono de intereses." 

Con mayor rigor técnico se regula la ineficacia de los contratos en la LCSP que 

contempla esa tipología de supuestos de ineficacia. Así en los artículos 38 a 40 se 

refiere el Legislador a los supuestos de nulidad o anulabilidad, en sintonía con lo que se 

establece, con carácter general para toda la actividad administrativa, en los artículos 47 

y 48 de la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas, a los que termina remitiéndose. Acorde con lo antes señalado, a las causas de 

nulidad de pleno derecho se refiere el artículo 39, además de la remisión a los supuestos 

del artículo 47 de la Ley de procedimiento, en el que se recoge una serie de supuestos 

en los que cabe apreciar que están referidos al momento inicial de celebración del 

contrato. Otro tanto cabe concluir de los supuestos de anulabilidad que se regulan en el 

artículo 40 de la LCSP.  

La LCSP contempla también los supuestos de ineficacia sobrevenida de los 

contratos, esto es, la resolución, y a ella se refiere en el artículo 209 como uno de los 

supuestos de extinción, una vez el contrato se ha perfeccionado y ha comenzado a 

producir los efectos queridos por las partes. Pues bien, las causas previstas para la 

resolución se describen en el artículo 213 y todas ellas, conforme se corresponde con la 

naturaleza de este supuesto de ineficacia, están referidas a un supuesto posterior al 

inicio del contrato, es decir, el contrato ha surtido plenos efectos hasta un momento 

determinado en su devenir y, por la concurrencia de algunas de las causas legales 

referidas, deja de producirlos. En lógica consecuencia con dicha circunstancia, los 

efectos de esa invalidez no pueden retrotraerse al momento inicial del contrato, porque 

el contrato legítimamente fue eficaz, por ello los efectos de la invalidez han de ser desde 

el momento en que concurre la causa de resolución, esto es, tiene efectos ex nunc.  

En cuanto a los efectos de uno y otro supuesto de invalidez, se regulan en la LCSP 

con cierta claridad. Así, con relación a los supuestos de nulidad o anulabilidad, el 

artículo 42 dispone que procederá "restituirse las partes recíprocamente las cosas que 

hubiesen recibido en virtud del mismo y si esto no fuese posible se devolverá su valor", 

sin perjuicio de que, si existe culpa de alguna de las partes, deberá además " indemnizar 

a la contraria de los daños y perjuicios que haya sufrido". Por lo que se refiere a los 

efectos de la resolución por alguna de las causas establecidas en la Ley, se dispone en el 

artículo 213 que procederá "el pago de los daños y perjuicios que por tal causa se 

irroguen".  

Esos efectos difieren sensiblemente y comportan mayor complejidad cuando las 

cosas, en el caso de la nulidad, anulabilidad o resolución, se trata de una cantidad de 

dinero. En efecto, en tales supuestos el mecanismo para el restablecimiento del 

equilibrio financiero que ha de buscarse en uno y otro supuesto de invalidez ha de 

articularse por la vía de los intereses. Pues bien, cuando se trata de reintegrar una 

cantidad de dinero que se había percibido y ha de ser restituido, que es el caso de los 

supuestos de nulidad o anulabilidad, los intereses tienen naturaleza compensatoria, esto 

es, tratan de compensar la cantidad que debe percibir el afectado por la ineficacia a la 

fecha a que se retrotraen los efectos de la nulidad o anulabilidad, de ahí que el cómputo 
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de esos intereses deban diferirse al momento en que se hizo el pago; porque si los 

efectos de esa declaración de nulidad o anulabilidad comporta la restitución de las cosas 

al momento en que se celebró el contrato, y la cosa es, en estos supuestos, la cantidad de 

dinero entregada en su momento, pero actualizada a cuando se haga la declaración. Por 

el contrario, cuando la cantidad de dinero que debe percibir cualquiera de las partes del 

contrato sea consecuencia de su resolución, en cuanto que pretende resarcir los daños y 

perjuicios ocasionados, los intereses tienen un efecto indemnizatorio y, por tanto, su 

cómputo ha de referirse al momento en que se declara. 

Aplicando la anterior argumentación al caso de autos, autos nos encontramos con 

un supuesto de resolución de un convenio cuya invalidez fue declarada precisamente 

por la sentencia del Juzgado y en base a un incumplimiento municipal, en concreto y 

como se deja constancia en la mencionada sentencia, por la declaración de concurso del 

agente urbanizador que debía ejecutar el proyecto de urbanización que, a su vez, 

constituía el presupuesto de la edificación de los terrenos. Fue esa declaración de 

concurso la que, a la postre, comportó la revocación de las previsiones del planeamiento 

para el desarrollo urbanístico de los terrenos. Es decir, como con clara expresividad se 

declara por el juez de instancia al examinar el cálculo de los intereses de las cantidades 

abonadas por los propietarios, los intereses son debidos "no desde la fecha de su 

efectivo ingreso hasta el pago de la misma, como solicita la parte actora, pues durante 

todo este tiempo el Convenio ha desplegado sus efectos jurídicos, sino desde el 

momento en que la parte actora formula su reclamación contractual al Ayuntamiento 

demandado, solicitando la resolución de dichos Convenios y la restitución de las 

cantidades ingresadas." 

Y contestando a la cuestión casacional responde la Sala del TS diciendo que 

cuando se declare la invalidez de un convenio urbanístico de monetarización por las 

cesiones de terrenos gratuitas que deban realizar los propietarios a la Administración 

actuante, deberá discriminarse si la invalidez lo es por causa de resolución, en cuyo caso 

los intereses se calcularan desde que se reclamen por el perjudicado; o si se trata de una 

causa de nulidad o anulabilidad del convenio, en cuyo supuesto, los intereses se 

calcularan desde la fecha en que se hizo el pago de la cantidad reclamada. 

 

FUNCIONARIOS PÚBLICOS. ARQUITECTOS TÉCNICOS Y APAREJADORES. 

NO ES OBLIGATORIA LA COLEGIALIACIÓN EN LA RELACIÓN 

FUNCIONARIAL. INTERÉS CASACIONAL 

Sentencia número 1116 de 24 de junio, de la Sección 4ª de la Sala Tercera, de lo 

Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo. 

Recurso de casación 1989/2022. 

Ponente: Luís María Díez-Picazo Giménez. 

El supuesto de hecho fue el siguiente. La demandante en la instancia y ahora parte 

recurrida es funcionaria del Ayuntamiento de Pozuelo de Alarcón, en condición de 

Arquitecta Técnica. En su día solicitó que la Administración municipal le reembolsara 
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el importe de las cuotas de su colegio profesional. Como fundamento de su solicitud, 

invocó un acuerdo sobre condiciones de trabajo celebrado entre el Ayuntamiento de 

Pozuelo de Alarcón y sus funcionarios, según el cual la Administración municipal debe 

hacerse cargo del coste de la colegiación de aquellos funcionarios para los que la 

afiliación a un colegio profesional sea necesaria para el ejercicio de sus funciones. 

Dicha solicitud fue denegada por resolución de 21 de diciembre de 2020, por entender 

que de conformidad con el art. 32 de los Estatutos del Consejo General de Colegios 

Oficiales de Aparejadores y Arquitectos Técnicos (Real Decreto 1471/1977) no es 

preceptiva la colegiación para "el ejercicio profesional (...) como consecuencia de su 

relación funcionarial", mientras que sí lo es para los "trabajos particulares" que puedan 

realizar esos mismos funcionarios. 

La cuestión de interés casacional, pues, consiste en determinar si cabe entender 

vigente la previsión recogida en el artículo 32 del Real Decreto 1471/1977, de 13 de 

mayo, por el que se aprueban los Estatutos del Consejo General y Colegios Oficiales de 

Aparejadores y Arquitectos Técnicos, según la cual, el ejercicio profesional por los 

funcionarios públicos, como consecuencia de su relación funcionarial, no obliga a la 

colegiación. Y dio artículo 32 es la norma objeto de interpretación. 

La Sala del TS declara que no aprecia ningún motivo por el que el art. 32 de los 

Estatutos del Consejo General de Colegios Oficiales de Aparejadores y Arquitectos 

Técnicos haya de considerarse tácitamente derogado. El art. 3 de la Ley de Colegios 

Profesionales es anterior y, por consiguiente, podría ser relevante a efectos de la validez 

del precepto reglamentario, pero no determinante de su derogación. Y en cuanto a las 

modificaciones de la Ley de Colegios Profesionales posteriores a 1977, cuando se 

aprobó el citado precepto reglamentario, no se específica qué nueva norma de aquella 

sería incompatible con este. 

Tampoco la reserva de ley impuesta por el art. 36 de la Constitución sobre el 

régimen jurídico de las profesiones colegiadas es base suficiente para afirmar que un 

precepto reglamentario preconstitucional atinente a un aspecto del régimen jurídico de 

una profesión regulada, como es el aquí examinado, ha quedado tácitamente derogado. 

La verdad es que asiste la razón al recurrente cuando dice que la reserva de ley del art. 

36 de la Constitución, tal como ha sido interpretada por el Tribunal Constitucional, no 

es exigible con respecto a los reglamentos preconstitucionales. Véase, en este sentido, la 

STC 194/1998.  

Debe concluirse, a la vista de todo lo anterior, que el art. 32 de los Estatutos del 

Consejo General de Colegios Oficiales de Aparejadores y Arquitectos Técnicos no ha 

sido tácitamente derogado. Solo quedaría así la alegación de que dicho precepto 

reglamentario era ya en origen incompatible con lo establecido en el art. 3 y la 

disposición adicional 1ª de la Ley de Colegios Profesionales. Pero este reproche no 

puede ser acogido, porque se trata de un precepto reglamentario que ha venido siendo 

aplicado durante casi cincuenta años, sin que conste que su validez por insuficiencia de 

rango normativo haya sido hasta ahora puesta en tela de juicio. Declararlo ahora 

inválido por ese motivo sería un puro ejercicio de formalismo, poco compatible con la 

estabilidad de las normas exigida por el principio de seguridad jurídica. 
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Y responde a la cuestión de interés casacional diciendo que el art. 32 de los 

Estatutos del Consejo General de Colegios Oficiales de Aparejadores y Arquitectos 

Técnicos está vigente y es válido. 

 

EMPLEADOS PÚBLICOS. PERSONAL LABORAL FIJO DISCONTINUO. 

COMPATIBILIDAD PARA OTRO PUESTO DE TRABAJO EN EL SECTOR 

PÚBLICO DURANTE EL PERIDODO DE INACTIVIDAD LABORAL. 

COMPATIBILIDAD. INTERÉS CASACIONAL  

Sentencia número 1164/2024 de 1 de julio de la Sección 4ª de la Sala Tercera, de lo 

Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo. 

Recurso de Casación 2971/2022. 

Ponente: Antonio Jesús Fonseca-Herrero Raimundo. 

La cuestión de interés casacional consiste en determinar si el periodo de 

inactividad laboral en las relaciones laborales del personal temporal discontinuo, debe 

considerarse como desempeño de actividad en el sector público y, como tal, sujeto en 

consecuencia al régimen de incompatibilidades regulado en la Ley 53/1984, de 26 de 

diciembre, de Incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones 

Públicas; y la norma jurídica objeto de interpretación es el artículo 1.1 de la Ley 

53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del personal al servicio de las 

Administraciones Públicas. 

Los hechos fueron los siguientes. Una persona obtuvo un contrato de duración 

determinada suscrito el 15 de julio de 2019 al amparo del Real Decreto Legislativo 

2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del 

Estatuto de los Trabajadores , y para desempeñar, como personal laboral temporal, fijo 

discontinuo de bombero forestal en la Comunidad Autónoma de Galicia 

Mientras estaba en vigor dicho contrato presentó solicitud para compatibilizar, 

exclusivamente en los periodos de inactividad laboral que caracterizan al contrato de los 

trabajadores fijos discontinuos, el puesto de bombero forestal temporal con un puesto de 

peón de brigada de gestión y repoblación forestal en un Ayuntamiento para el que fue 

nombrado por resolución de la Alcaldía del mismo. 

La Función Pública de Galicia desestima la petición. Recurrida la desestimación 

por el trabajador es estimado el recurso por el juzgado de lo contencioso administrativa, 

cuya sentencia es recurrida en apelación por la Junta de Galicia, recurso que es estimado 

por el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad, resolución que es objeto del 

presente recurso de casación. 

La Sala del TS dice que considera conveniente partir del artículo 7 del Real 

Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido 

de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público "El personal laboral al servicio de 

las Administraciones públicas se rige, además de por la legislación laboral y por las 

demás normas convencionalmente aplicables, por los preceptos de este Estatuto que así 
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lo dispongan", y que según el artículo 12 del EBEP: "Es personal laboral el que en 

virtud de contrato de trabajo formalizado por escrito, en cualquiera de las modalidades 

de contratación de personal previstas en la legislación laboral, presta servicios 

retribuidos por las Administraciones Públicas". 

Y, dado que nos movemos en una situación laboral derivada del artículo 16 del 

Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el Texto 

Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, dedicado al contrato fijo-

discontinuo, deberemos atender a sus apartados 5 y 8, que son de este tenor literal: 

"5. Los convenios colectivos de ámbito sectorial podrán establecer una bolsa 

sectorial de empleo en la que se podrán integrar las personas fijas-discontinuas durante 

los periodos de inactividad, con el objetivo de favorecer su contratación y su formación 

continua durante estos, todo ello sin perjuicio de las obligaciones en materia de 

contratación y llamamiento efectivo de cada una de las empresas en los términos 

previstos en este artículo. [...] 

8. Las personas trabajadoras fijas-discontinuas tendrán la consideración de 

colectivo prioritario para el acceso a las iniciativas de formación del sistema de 

formación profesional para el empleo en el ámbito laboral durante los periodos de 

inactividad." 

Por otra parte, considera tres reglas básicas del artículo 1 de la Ley 53/1984, de 26 

de diciembre, de Incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones 

Públicas: 

1ª) PROHIBICIÓN DE DOBLE ACTIVIDAD O PUESTO: "no podrá 

compatibilizar sus actividades con el desempeño, por sí o mediante sustitución, de un 

segundo puesto de trabajo, cargo o actividad en el sector público, salvo en los supuestos 

previstos en la misma". 

2ª) PROHIBICION DE DOBLE REMUNERACION: "no se podrá percibir, salvo 

en los supuestos previstos en esta Ley, más de una remuneración con cargo a los 

presupuestos de las Administraciones Públicas". 

3ª) SALVAGUARDA DE INDEPENDENCIA E IMPARCIALIDAD: "el 

desempeño de un puesto de trabajo por el personal incluido en el ámbito de aplicación 

de esta Ley será incompatible con el ejercicio de cualquier cargo, profesión o actividad, 

público o privado, que pueda impedir o menoscabar el estricto cumplimiento de sus 

deberes o comprometer su imparcialidad o independencia". 

Y respecto a la compatibilidad con actividades públicas, tomaremos en 

consideración las tres reglas que establece: 

1ª) POSIBILIDAD DE COMPATIBILIDAD: educación, sanidad, e interés 

público (sólo podrá prestarse en régimen laboral, a tiempo parcial y con duración 

determinada, en las condiciones establecidas por la legislación laboral) 

2ª) AUTORIZACION DE COMPATIBILIDAD: "Para el ejercicio de la segunda 

actividad será indispensable la previa y expresa autorización de compatibilidad". 
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3ª) SALVAGUARDA DE JORNADA Y HORARIO: la autorización de 

compatibilidad "no supondrá modificación de la jornada de trabajo y horario de los dos 

puestos y que se condiciona a su estricto cumplimiento en ambos. 

De ese marco normativo puede extraerse, como primera afirmación, que 

legalmente no es imposible que el personal laboral discontinuo, ya esté unido a la 

Administración por una relación indefinida o a tiempo parcial, pueda desempeñar en los 

periodos de inactividad una segunda actividad laboral. Así, el artículo 16.5 del ET 

permite que por convenio colectivo puedan establecerse bolsas de empleo en la que se 

podrán integrar las personas fijas-discontinuas durante los periodos de inactividad, y 

ello con una doble finalidad: "con el objetivo de favorecer su contratación y su 

formación continua". Es decir, el ET contempla la posibilidad de que los fijos 

discontinuos (por igualdad, también los temporales discontinuos) puedan desempeñar 

una segunda actividad en los periodos de inactividad que caracteriza su relación laboral, 

sin excluir que pueda serlo en el sector público. 

Una segunda afirmación es que la Ley de Incompatibilidades de 1984, pese a su 

indudable vocación de generalidad, pues alcanza a "todo el personal, cualquiera que sea 

la naturaleza jurídica de la relación de empleo" (artículo 2.2), no puede oponerse a las 

previsiones básicas aplicables al empleado público con condición de personal laboral 

discontinuo, que sobrepasan por expresa previsión legal esa regla general de 

incompatibilidad y que respetan una regla esencial en materia de incompatibilidad ya 

que el ET prevé que esta compatibilidad en periodos de inactividad lo sea "sin perjuicio 

de las obligaciones en materia de contratación y llamamiento efectivo de cada una de 

las empresas en los términos previstos en este artículo"; es decir, lo hace en salvaguarda 

de los principios o reglas de prohibición de doble actividad y de doble remuneración, 

ello porque se regula la segunda actividad para periodos de inactividad, caracterizada 

por ausencia de actividad material y de percepción de remuneración. 

Y en base a esto responde a la cuestión de interés casacional objetivo diciendo que 

el periodo de inactividad laboral en las relaciones laborales del personal laboral 

temporal fijo discontinuo debe considerarse compatible con el desempeño de una 

segunda actividad en el sector público siempre que ésta se lleve a cabo dentro del 

periodo de inactividad laboral de la relación discontinua y no impida o menoscabe el 

estricto cumplimiento de los deberes inherentes a ella ni comprometa la imparcialidad o 

independencia de su desempeño. 

 

FUNCIONARIOS PÚBLICOS. PERSONAL DE LIBRE DESIGNACIÓN. 

NATURALEZA. DEBER DE MOTIVAR EL CESE. CONTROL JURISDICCIONAL.  

INTERÉS CASACIONAL 

Sentencia número 1165/2024 de 1 de julio, de la Sección 4ª de la Sala Tercera, de lo 

Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo. 

Recurso de casación 2678/2022. 

Ponente: José Luís Requero Ibáñez. 
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Una persona fue nombrada mediante el sistema de libre designación, Jefe de la 

Policía Local del Ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria por Decreto de 22 de 

noviembre de 2018 y fue cesado por resolución de 11 de noviembre de 2019, del 

Alcalde del Ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria, lo que recurrió 

jurisdiccionalmente. 

La sentencia de primera instancia, ratificados sus argumentos por la de apelación 

desestimó la demanda con base, en síntesis, en las siguientes razones: 

1º La causa del cese fue una pérdida de confianza que obedeció a diversas 

razones. 

2º Reproduce parte de la sentencia 1198/2019, de 19 de septiembre (casación 

2740/2017), de la misma Sala del TS en la que se exponen los criterios para el control 

del cese de cargos de libre designación.  

3º La motivación del cese está en la propia resolución impugnada, que transcribe 

el informe-propuesta del Concejal Delegado de Seguridad. En ella, de forma "detallada 

y pormenorizada", se exteriorizaron las causas y razones del cese, luego el demandante 

las conoció. 

4º Aborda diversos motivos procedimentales de impugnación y con base a la 

jurisprudencia del TS, sostiene que el funcionario de carrera que desempeña un puesto 

clasificado como de libre designación tiene un mero interés en su permanencia, no un 

derecho a la inamovilidad en el puesto. Rechaza asimismo que el demandante alegue 

unas razones propias de la rigidez propia del procedimiento disciplinario. 

5º El juez de instancia, además, hace suyo lo alegado por el Ayuntamiento en el 

sentido de que, aun cuando se declarase nulo el cese, se le podría volver a cesar, 

postulado que considera "pleno de lógica y sentido común". 

6º Finaliza reiterando "que la sentencia 1198/2019 declaró que la razón o razones 

del cese no serán enjuiciables en lo que tiene de libre apreciación, por lo que por más 

que las afirmaciones de la Resolución objeto de recurso irriten (legítimamente) a D. 

Jesús Manuel, este Órgano judicial no puede entrar a su consideración y ello en atención 

a la naturaleza del puesto desempeñado ". 

La cuestión de interés casacional consiste en determinar el alcance de las 

facultades del órgano jurisdiccional para apreciar, valorar y enjuiciar la realidad o 

veracidad de los motivos aducidos por la Administración para justificar el cese en 

puesto de trabajo obtenido mediante el sistema de libre designación. Y las normas 

jurídicas objeto de interpretación son el artículo 80 del Real Decreto Legislativo 5/2015, 

de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto 

Básico del Empleado Público, el artículo 58.1 del RD 364/1995, de 10 de marzo, por el 

que se aprueba el Reglamento General de Ingreso del Personal al servicio de la 

Administración general del Estado y de Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción 

Profesional de los Funcionarios Civiles de la Administración general del Estado, y el 

artículo 35.1.i) de la Ley 39/2015, en relación con los artículos 9.3 y 24 de la CE. 
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Dice el TS que hay jurisprudencia consolidada sobre el control del cese de 

funcionarios designados para la provisión de destinos por el sistema de libre 

designación. Esta jurisprudencia la recoge el recurso de casación, la citan tanto el juez 

de instancia como la Sala de apelación y lo que se ventila ahora es su correcta 

interpretación y aplicación. 

 Esa jurisprudencia parte de que, ya sea concurso de méritos, como de libre 

designación, son formas de provisión de puestos que se insertan en la lógica de la 

carrera funcionarial. El concurso implica seleccionar mediante la integración de 

elementos objetivos, evaluables y predeterminados (grado, antigüedad, titulaciones, 

etc.); en la libre designación el juicio de idoneidad se basa en la confianza de que el 

aspirante desempeñará adecuadamente un puesto caracterizado por la especial 

responsabilidad y que justificó su clasificación como de libre designación. 

  También dice la jurisprudencia que la confianza de la libre designación no es la 

confianza exclusivamente personal, propia del nombramiento para cargos eventuales -

asesores, jefes de gabinete e, incluso, cargos directivos- a los que se refiere el artículo 

12 del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado como texto refundido por el 

Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre (EBEP).  

 La confianza que implica la libre designación es otra, atiende a los cometidos y 

exigencias del puesto, y en el juicio de idoneidad se sustituyen baremos objetivos por la 

ponderación de aspectos de libre valoración como la andadura y experiencia 

profesional, formación, proactividad, disposiciones del aspirante, identificación con la 

política, planes, programas, etc.; todo en relación con el puesto objeto de cobertura. 

 En coherencia con el nombramiento, el cese del libremente elegido exige un 

juicio de inidoneidad sobrevenida que no puede despacharse apelando al eslogan de que 

el "libremente nombrado, libremente puede ser cesado". Ciertamente hay un núcleo de 

libre apreciación tanto de la idoneidad como de la inidoneidad que no cabe sustituir 

judicialmente. Ahora bien, aparte de la debida motivación, esto no quita para que en 

caso de cese se plantee la certeza de los hechos determinantes, pues no hay motivación 

materialmente válida si la ofrecida no es cierta). Formalmente podrá haberla, pero si no 

es cierta, la motivación padece en lo sustancial y cabe así oponerlo porque estamos ante 

una de las formas de provisión de puestos funcionariales (cfr. artículo 78.2 de. EBEP).  

A partir de lo expuesto se entra en el casuismo. Podrá justificarse esa inidoneidad 

alegando, por ejemplo, un cambio en el cometido o requerimientos del puesto, pérdida o 

disminución de las condiciones del titular y que determinaron un juicio positivo sobre 

su idoneidad, que por la forma de conducirse el funcionario ese juicio de idoneidad no 

fue acertado, etc.; y podrá estarse ante hechos puntuales o ante la valoración de su 

andadura. Esa variedad de razones y situaciones podrá revisarse en cuanto a su realidad 

y el enjuiciamiento de la causa o causas de esa inidoneidad sobrevenida no debe 

hacerse, necesariamente, desde la lógica del enjuiciamiento de resoluciones 

disciplinarias. 

La Sala es consciente de que, aun en el caso de invocarse razones inexactas, algo 

se ha roto ya en esa relación de confianza profesional entre el cesado y la 
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Administración: podrá estimarse la demanda, pero esa confianza profesional está ya 

afectada. Esto podría plantear -así lo recoge la sentencia de instancia- qué efecto útil 

tiene una sentencia estimatoria pues, reintegrado en el puesto, podrá ser cesado de 

nuevo pretextando, no ya razones inexactas, sino otras fundadas que integren la idea de 

inidoneidad. Esto podrá ser así, pero no por ello la sentencia favorable pierde su 

utilidad: aparte de lo que afecte a diferencias salariales o a la carrera profesional, 

siempre hay un bien digno de protección como es el buen nombre o la fama y el 

prestigio profesional del cesado. 

 En consecuencia y respondiendo a la cuestión casacional, la Sala del TS reitera su 

jurisprudencia y declara que sí cabe oponer frente al cese en un puesto de libre 

designación, que los hechos que se alegan como determinantes son inciertos, lo que 

valorará el juez atendiendo a lo alegado y, en su caso, a las pruebas practicadas 

conforme a las reglas de la carga probatoria. 

 

CORPORACIONES LOCALES. MOCIÓN DE CENSURA. CONVOCATORIA DE 

PLENO. EL ACTO DE LA CONVOCATORIA DEL PLENO PARA DEBATIR LA 

MOCIÓN DE CENSURA TIENE LA NATURALEZA DE ACTO DE TRAMITE. 

INADMISIBILIDAD DE INTERPOSICIÓN DE RECURSO CONTRA LA 

CONVOCATORIA. INTERÉS CASACIONAL 

Sentencia número 1166/2024 de 1 de julio, de la Sección 4ª de la Sala Tercera, de lo 

Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo. 

Recurso de casación 2718/2022. 

Ponente: José Luís Requero Ibáñez. 

Las cuestiones que presentan interés casacional son las siguientes: 1ª, que se 

determine si la convocatoria para votar la moción de censura constituye un acto de 

trámite cualificado o un mero acto de trámite no recurrible, y 2ª, que se resuelva si la 

mayoría cualificada para proponer una moción de censura, prevista en el artículo 197.1 

de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, exige o no 

que se haya constituido el grupo político municipal o que de hecho haya funcionado 

como tal. 

Y las normas objeto de interpretación son los artículos 25.1 de la Ley 29/1998, de 

13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa; 197.1.a) de la 

Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, y 23.2 de la 

Constitución Española. 

Para la cabal comprensión del pronunciamiento de la Sala del TS, es preciso 

profundizar en los antecedentes del supuesto y consideraciones previas. 

1.- El Ayuntamiento de Arapiles, en Salamanca, cuenta, en la época de autos, con 

siete concejales. A las elecciones municipales de 2019, de los siete concejales, tres 

concurrieron en las listas del PSOE, dos por el PP y otros dos por el partido 

Ciudadanos. Sólo los concejales de Ciudadanos formaron grupo político municipal. Al 

constituirse el ayuntamiento el 15 de junio de 2019 resultó elegido D. A, uno de los 

candidatos que concurrieron en las listas del PSOE.  
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 2.- El 14 de enero de 2020 se presentó contra el alcalde don A, una moción de 

censura que fue presentada por cuatro concejales: los dos del PP, uno del grupo político 

municipal Ciudadanos y el cuarto, don B, que fue uno de los tres que concurrieron a las 

elecciones en las listas del PSOE, si bien no militaba en este partido y en la moción de 

censura era el candidato propuesto. La moción de censura prosperó y resultó elegido 

nuevo alcalde.  

3.- El alcalde censurado, Sr. A, que había concurrido, como se ha dicho, en las 

listas del PSOE-, más los dos concejales que no promovieron la moción de censura 

 -uno del PSOE y el otro del grupo municipal de Ciudadanos- interpusieron recurso 

contencioso-administrativo contra la convocatoria del pleno para el 29 de enero de 

2020; recurso en el que fue parte demandada el Ayuntamiento.  

4.- En la demanda se planteó qué mayoría absoluta es exigible, si la de cuatro 

concejales -como así ocurrió- o bien la de cinco concejales, conforme al artículo 

197.1.a) párrafo segundo, de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen 

Electoral General, LOREG, que prevé que si: "... alguno de los proponentes de la 

moción de censura formara o haya formado parte del grupo político municipal al que 

pertenece el Alcalde cuya censura se propone, la mayoría exigida en el párrafo anterior 

se verá incrementada en el mismo número de concejales que se encuentren en tales 

circunstancias".  

5.- En concreto se planteó la aplicación de la doctrina de la Junta Electoral 

Central, según la cual el artículo 197.1.a) párrafo segundo de la LOREG es aplicable 

aun cuando no se constituyan formalmente grupos políticos municipales si es que las 

corporaciones funcionan, de hecho y regularmente, con grupos municipales pues a lo 

que hay que estar es a la finalidad del precepto, que es evitar el transfuguismo. 

6.- En su contestación a la demanda, el Ayuntamiento de Arapiles planteó la 

inadmisibilidad del recurso al amparo del artículo 25.1 de la LJCA, al considerar que el 

acto de convocatoria no era recurrible por ser de trámite. La sentencia de primera 

instancia rechazó la causa de inadmisibilidad porque, si bien lo es, es un acto de trámite 

cualificado.  

7.- En cuanto al fondo, se planteó si la Corporación vino funcionado, de hecho y 

regularmente, en grupos municipales. La sentencia de primera instancia tuvo por 

probado que, a diferencia de Ciudadanos, ni los tres concejales del PSOE, ni los dos del 

PP, formaron un grupo político municipal, ahora bien, en Arapiles se habla de "grupo 

socialista", no como grupo político municipal en sentido formal, sino como expresión 

para referirse a los concejales elegidos por un partido. 

8.- Concluye la sentencia de primera instancia que a la vista de los hechos 

probados y conforme a la doctrina de la Junta Electoral Central, la mayoría debió ser de 

cinco concejales pues don Calixto, firmante de la moción y elegido alcalde gracias a 

ella, fue en las listas del PSOE junto con el alcalde censurado, don A. Entiende así que 

la Corporación vino funcionando, de hecho y regularmente, con grupos municipales. 

9.- La demanda fue estimada por el Juzgado de lo Contencioso competente. 
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10.- Contra la anterior sentencia el Ayuntamiento de Arapiles interpone recurso de 

apelación ante el TSJ de Castilla y León, recurso que fue desestimado, y contra el que el 

Ayuntamiento interpone el presente recurso de casación.  

11.- En cuanto a la causa de inadmisibilidad, considera la Sala del TSJ de Castilla 

y León que el acuerdo de convocatoria del Pleno cuyo objeto es debatir la moción de 

censura, es un acto de trámite cualificado. La razón es que la LOREG prevé unos 

requisitos específicos que deben ser valorados -quiénes pueden presentarla y régimen de 

convocatoria-, lo que exceptúa las reglas ordinarias para que haya prontitud en la 

celebración; además se altera el régimen normal de celebración plenos, el pleno lo 

preside una Mesa de Edad a lo que se añade la forma de desarrollarse el debate, todo lo 

cual singulariza ese acto de convocatoria. 

12.- Contra el acuerdo del Pleno se interpusieron dos recursos, a resultas de los 

cuales se anuló el acuerdo de aprobación de la moción de censura. 

Y ya, entrando en la valoración que hace la Sala del TS, ésta se centra en la 

primera de las dos cuestiones de interés casacional, ya que le lleva a estimar el recurso 

de casación con lo que hace innecesario pronunciarse sobre la segunda. 

Dice la Sala que, planteada así la cuestión de interés casacional, hay que recordar 

la regulación en la LOREG y en el ROF de la moción de censura en el ámbito municipal 

y del artículo 197.1.a) de la LOREG se deduce lo siguiente: 

1º La moción debe promoverla un número de concejales que constituyan mayoría 

absoluta, previéndose una cláusula frente al transfuguismo y que es lo que está en el 

fondo del pleito: que si un concejal firmante forma, o ha formado, parte del grupo 

político municipal del alcalde censurado, se incrementa la mayoría en el mismo número 

del que esté o de los que estén en esa situación. 

2º Además, la moción es constructiva, luego debe incluir un candidato cuya 

conformidad conste por escrito y, además, el escrito de la moción debe incluir las firmas 

autenticadas ante notario o ante el secretario municipal de los ediles promotores de la 

moción [artículo 197.1.b) de la LOREG]. 

3. En lo que ahora interesa, la moción pasa por dos filtros o controles que regula 

el artículo 197.1.b), c), d) y e) de la LOREG, en relación con el artículo 107.1 del ROF, 

y que resumimos así: 

1º El primer filtro corresponde al secretario municipal, que comprueba que la 

propuesta de moción reúne los anteriores requisitos. Si los reúne extiende una diligencia 

en el mismo acto de presentación y, seguidamente, el escrito diligenciado se presenta en 

el registro general con el efecto de que el pleno queda "automáticamente convocado". 

2º De esta manera, la convocatoria -que es lo impugnado en autos- es por 

ministerio de la ley, además la LOREG concreta los detalles de la convocatoria del 

pleno: se notifica la convocatoria a todos los concejales en un día desde la presentación, 

el pleno es extraordinario, se celebra a las doce horas del décimo día hábil siguiente a su 

registro. 

3º Convocado así el pleno, la LOREG prevé un segundo filtro o control por parte 

de la Mesa de Edad que preside el pleno. La función de la Mesa de Edad en principio es 
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limitada -da lectura a la moción de censura-pero ejerce esa función de control que sí es 

relevante: constata en ese mismo momento que se mantienen los requisitos antes 

mencionados para poder seguir con su tramitación. 

4. Expuesto lo anterior, no se plantea la impugnabilidad del acuerdo del pleno, 

tampoco de lo que decida antes la Mesa de Edad tras comprobar que se mantienen los 

requisitos para la moción y que comprobó el secretario, sino si el acto de convocatoria 

es impugnable y que, como hemos visto, se produce en sede de la secretaria municipal. 

Lo que se cuestiona es si este acto de trámite es cualificado conforme al artículo 25.1 de 

la LJCA: si es de los que deciden directa o indirectamente el fondo, o determina la 

imposibilidad de continuar el procedimiento, o causan indefensión, o perjuicios 

irreparables a derechos, o intereses en conflicto.  

5. En cuanto a si la convocatoria del pleno extraordinario decide directa o 

indirectamente el fondo, esto es, el resultado de la moción, ya hemos dicho que, si el 

secretario constata que la moción reúne los requisitos antes expuestos, la convocatoria 

es automática, ope legis, luego no decide directa o indirectamente el fondo que en este 

caso será lo que resulte de debatir y votar la moción por el órgano político soberano que 

es el pleno. Este paso, repetimos, se desarrolla en sede de la secretaria municipal, se 

ciñe a los requisitos de presentación, objetivos, reglados y, si no concurren, no habrá 

convocatoria, lo que sí será un acto de trámite cualificado; si la constatación es positiva, 

no será un acto de tramite cualificado, antes bien, es un acto de trámite que permite 

seguir el procedimiento y no predetermina el resultado final.  

6. Si el requisito de procedibilidad de la convocatoria plantea dudas y exige un 

juicio jurídico valorativo, puede que lo haga constar la secretaría en la diligencia, se 

convocará el pleno y será en ese segundo momento en el que se abordará la duda o la 

objeción. De actuar así la secretaria, no por ello es un acto de trámite que predetermina 

el resultado del procedimiento que es, repetimos, la censura o no del alcalde. Por tanto, 

que pese a la duda se convoque el pleno, no significa que se prejuzgue su resultado, ni 

en la prosperabilidad de la moción ni, antes, en su procedibilidad: sólo se traslada la 

decisión al segundo control que se desarrolla en una instancia ya política, aun con 

asesoramiento técnico. 

7. En cuanto a si la convocatoria es un acto de trámite cualificado porque 

imposibilita continuar el procedimiento, para rechazar tal supuesto basta estar a lo antes 

razonado. Y respecto de si la convocatoria es un acto que causa un daño irreparable, la 

conclusión es que, de celebrarse, en sí no lo causa; sí podrían tener un efecto dañoso 

que no se celebrase el pleno o que, celebrado, no se debatiese y votase la moción, y el 

eventual daño sería para los promotores de la moción, o para alguno de ellos, ya que no 

podrían "firmar" una segunda moción durante su mandato, de votarse la moción. 

8. Por tanto, en caso de que se convoque el pleno y sea controvertida la 

concurrencia de alguno de los requisitos de la convocatoria, lo expuesto invita a no 

aventurarse a su impugnación aislada, pues vistos los plazos fugaces de la LOREG para 

celebrar el pleno de censura, no se pierde la oportunidad de oponer la impertinencia de 

la convocatoria; y, si se da el paso, y se impugna, lo mejor será ampliar el recurso 
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jurisdiccional al acuerdo del pleno, lo que permitirá enjuiciar la corrección del 

procedimiento de moción. 

9. Sí hay otros argumentos favorables a la admisibilidad de la impugnación 

aislada de la convocatoria. Una vendría de la regla que se sigue en el procedimiento 

especial de tutela de los derechos fundamentales, en el que es admisible impugnar un 

acto de trámite que lesiona un derecho fundamental. En este caso, la convocatoria 

percute en el derecho fundamental a la participación política (artículo 23.2 de la 

Constitución), tanto del alcalde censurado como de los concejales de la mayoría, ante la 

eventualidad de quedar privados del ejercicio del cargo y del gobierno municipal. Y 

afecta al mismo derecho de los concejales censurantes al ejercer un aspecto de su ius in 

officium en caso de rechazarse convocar, o no votar la moción por defectos de la 

presentación.  

10. Sin embargo, hay razones para no aplicar tal criterio. Una formal y no 

especialmente poderosa sería que no se ha seguido este procedimiento por las reglas de 

los artículos 114 y siguientes de la LJCA; la segunda, que la afectación del derecho 

fundamental no la causa la convocatoria, sino la celebración del pleno en el que se 

apruebe la moción de censura tras debatirse y, en su caso, rechazarse la exigencia de 

una mayoría absoluta cualificada ex párrafo segundo del artículo 197.1.a) de la LOREG.  

11. Y otro argumento vendría del lado del derecho a la tutela judicial efectiva. En 

efecto, si la convocatoria no es impugnable, se celebra el pleno y triunfa la moción, en 

ese acto se proclama al nuevo alcalde electo. Tal automatismo hace atractivo instar la 

tutela cautelar del artículo 135 de la LJCA contra el acto de convocatoria para evitarla, 

sin embargo, aun así, no se altera su naturaleza de acto de trámite no cualificado, pues 

siempre puede pretenderse respecto de lo que acuerde la Mesa de Edad o, en su caso, el 

pleno. 

12.- El que la convocatoria no sea un acto de trámite cualificado evita duplicidad 

de impugnaciones pues cabe plantear la ilegalidad de todo el procedimiento al impugnar 

el acuerdo final del pleno en el que se debata y, en su caso, se apruebe la moción de 

censura, esto sin perjuicio de impugnar el acto de convocatoria y ampliar el recurso al 

acuerdo del pleno. Ayuda a tal posibilidad la fugacidad de los plazos, lo que permite, ad 

cautelam, acumular ya en un solo recurso jurisdiccional todos esos actos. 

Y responde a la cuestión de interés casacional diciendo que de conformidad con el 

artículo 93.1 de la LJCA, diciendo que, en este caso, la convocatoria del pleno 

extraordinario para el debate y votación de una moción de censura conforme al artículo 

197.1 de la LOREG, viene impuesta ope legis una vez que el secretario municipal 

extienda la diligencia tras constatar que la moción de censura reúne las exigencias de 

los apartados a ) y b) del artículo 197.1 de la LOREG, luego no es un acto de trámite 

cualificado del artículo 25.1 de la LJCA a los efectos de su impugnación aislada. 

Y el final del asunto del caso concreto fue que casada y anulada la sentencia 

impugnada por la Sala del TS, ésta Sala actuando como tribunal de apelación estima el 

recurso de apelación interpuesto por el Ayuntamiento de Arapiles contra la sentencia 

136/2021, de 12 de mayo, dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 2 

de Salamanca en el recurso contencioso-administrativo 17/2020, sentencia que se 

revoca, y declara inadmisible el recurso contencioso-administrativo promovido por don 
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A y el concejal del PSOE y el de Ciudadano contra la convocatoria de 14 de enero de 

2020 del pleno extraordinario del Ayuntamiento de Arapiles, realizada para el día 29 de 

enero de 2020. 

 

CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO. PROCEDIMIENTO DE RESOLUCIÓN DE 

LOS CONTRATOS. ES DE APLICACIÓN A LA REGULACIÓN DEL 

PROCEDIMIENTO LA NORMA VIGENTE AL TIEMPO DE LA INCOACIÓN DEL 

PROCEDIMIENTO. INTERÉS CASACIONAL 

Sentencia número 1259/2024 de 11 de julio, de la Sección 3ª de la Sala Tercera, de lo 

Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo. 

Recurso de casación 4289/2021. 

Ponente: Eduardo Espín Templado. 

La cuestión de interés casacional consiste en determinar en relación a la 

declaración de caducidad del procedimiento de resolución contractual de un contrato 

sujeto a la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, incoado con 

posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, está sujeto a los plazos de 

tramitación señalados en dicha Ley 39/2015; y, si en tal caso, por aplicación de lo 

dispuesto en el artículo 21 de la referida Ley 39/2015, resulta de aplicación el plazo de 

ocho meses de tramitación especial de este tipo de procedimientos regulado en el 

artículo 212.8 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. 

Y las normas jurídicas objeto de interpretación son el artículo 21 de la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas y el artículo 212.8 y la disposición transitoria primera de la 

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. 

La Sala del TS declara que, para determinar el procedimiento de resolución de los 

contratos del sector público, sea cual sea la causa que determine la incoación, rige la 

jurisprudencia consolidada de que, en principio y salvo norma expresa en contra, las 

normas que rigen un procedimiento son las vigentes en el propio momento en que éste 

se aplica. 

El procedimiento de resolución de un contrato público es un procedimiento 

autónomo, como lo demuestra el hecho de que vigente un contrato la resolución del 

mismo por cualquiera de las causas legalmente previstas, la Administración contratante 

ha de dictar una resolución de incoación del procedimiento de resolución de oficio a 

instancia del contratante, procedimiento que ha de seguir su tramitación y que finaliza 

con una resolución que deberá dictarse dentro del plazo de caducidad que corresponda. 

Y aunque las causas materiales de resolución que den causa a la incoación se rijan de 

acuerdo con la normativa reguladora de los contratos públicos vigentes en el momento 

de su convocatoria de adjudicación, dicho procedimiento está sujeto a las normas 

vigentes en el momento en que se incoa. Todo ello lleva a la conclusión de que el 

procedimiento de resolución contractual iniciado en el caso de autos el 17 de septiembre 
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de 2018, fecha en que ya se encontraba en vigor la Ley de Contratos del Sector Público 

de 2017, quedaba sometido a esta regulación y al plazo de caducidad de 8 meses que 

prevé su artículo 212.8. 

En consecuencia, responde a la cuestión de interés casacional diciendo que el 

procedimiento de resolución de los contratos públicos está sometido a las normas 

vigentes en el momento en que se tramita dicho procedimiento. Por ello, en el caso de 

autos, el procedimiento de resolución incoado el 17 de septiembre de 2018 está 

sometido a la Ley de Contratos del Sector Público de 2017 y al plazo de caducidad 

previsto en la misma, pese a que el contrato se adjudicó antes de la entrada en vigor de 

la citada ley. 

 

CONTRATOS ADMINISTRATIVOS. SERVICIOS DE ARQUITECTURA. LAS 

PRESTACIONES DE ESTE SERVICIO TIENEN CARÁTER INTELECTUAL. 

APLICACIÓN PARA LA SELECCIÓN DE LAS OFERTAS DE LAS 

ESPECIALIDADES CONENIDAS EN EL ARTICULO 145.4 DE LA LEY DE 

CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO. INMTERÉS CASACIONAL. 

Sentencia número 1362 de 18 de julio, de la Sección 3ª de la Sala Tercera, de lo 

Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo. 

Recurso de casación 4379/2021. 

Ponente: Diego Córdoba Castroverde. 

La cuestión de interés casacional consiste en determinar el alcance de la 

disposición adicional 41ª de la Ley de Contratos del Sector Público, donde se asigna a 

las prestaciones de arquitectura la naturaleza de actividad intelectual, y en concreto, en 

relación con el artículo 145.4 de la cita Ley cuándo los pliegos deben contener criterios 

relacionados con la calidad que representen, al menos, el 51 por ciento de la puntuación 

asignable en la valoración de las ofertas. 

Dice la Sala del TS que la sentencia impugnada, asumiendo el criterio sentado en 

otros tribunales, en concreto la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia nº 

187/2020 de 18 de septiembre (rec. 7415/2019) declara que "en toda prestación de 

servicios interviene el intelecto humano para considerar que el concepto de prestaciones 

de carácter intelectual que contempla el artículo 145.4 de la Ley 9/2017 de Contratos 

del Sector Público, integra una categoría más cualificada, de la que solo forman parte 

aquellas prestaciones en cuyo desarrollo no solo intervienen funciones intelectivas sin 

más, sino que se refieren a trabajos que impliquen creatividad amparada por el derecho 

de propiedad intelectual en los ámbitos de las arquitectura, la ingeniería, la consultoría 

técnica y el urbanismo". Y más adelante añade "[...] esta Sala también considera que un 

contrato de Dirección Facultativa y Coordinación de Seguridad y Salud de la Obra de 

Reforma y Mejoras de un centro residencial no puede considerarse incluido dentro de la 

categoría de contratos con prestaciones intelectuales y que, pese a que exista una labor 

innovativa e intelectual en la que participen arquitectos, no constituyen el elementos 

esencial del mismo. En caso contrario, cualquier contrato en el que participe un 

arquitecto o haya participado con carácter previo a su ejecución, daría lugar a entender 
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que es una prestación intelectual y que deben cumplirse los criterios de adjudicación 

propios de este tipo de contrato". 

Continua diciendo la Sala del TS que La Ley 9/2017, de contratos del sector 

público, al igual que el Real Decreto Ley 3/2020, no contiene ninguna definición de lo 

que debe entenderse por prestación de carácter intelectual, pero la Disposición 

Adicional 41ª de la Ley de Contratos del Sector Público es clara cuando afirma que "Se 

reconoce la naturaleza de prestaciones de carácter intelectual a los servicios de 

arquitectura, ingeniería, consultoría y urbanismo, con los efectos que se derivan de las 

previsiones contenidas en esta Ley". La interpretación literal no deja lugar a dudas, pues 

reconoce que los servicios de arquitectura tienen la consideración de "prestaciones de 

carácter intelectual" y lo hace específicamente "con los efectos que se derivan de las 

previsiones contenidas en esta Ley", lo cual implica que las especialidades de la Ley de 

contratos cuando hace referencia a las "prestaciones de carácter intelectual" son de 

aplicación cuando se contrata la prestación de servicios de arquitectura. 

De modo que cuando en referencia a un contrato de servicios de arquitectura  

tanto los criterios de adjudicación como el pliego de cláusulas administrativas 

establecen que la evaluación de la oferta económica por lo que tan solo permite valorar 

los criterios de calidad con un 10 puntos, se está incumpliendo la previsión de la ley de 

contratos del sector público cuyo artículo 145.4, párrafo segundo de la LCS se dispone 

que "en los contratos de servicios del Anexo IV, así como en los contratos que tengan 

por objeto prestaciones de carácter intelectual, los criterios relacionados con la calidad 

deberán representar "al menos el 51% de la puntuación asignable en la valoración de las 

ofertas [...]". 

El hecho de que la Ley Propiedad Intelectual y la interpretación que la Sala 

Primera del Tribunal Supremo haya vinculado las prestaciones de carácter intelectual a 

la "originalidad" de la creación que genere un producto novedoso que permita 

diferenciarlo de los preexistentes, tiene un alcance y ámbito de aplicación 

completamente distinto al que nos ocupa y no puede extrapolarse ni servir como 

elemento de interpretación de la Ley de contratos en la que expresamente vincula las 

prestaciones intelectuales con los servicios de arquitectura, ingeniería, consultoría y 

urbanismo "con los efectos que se derivan de las previsiones contenidas en esta Ley". 

Y respondiendo a la cuestión de interés casacional planteada ha de afirmarse que 

la Disposición Adicional 41ª de la Ley de Contratos del Sector Público ("Se reconoce la 

naturaleza de prestaciones de carácter intelectual a los servicios de arquitectura, 

ingeniería, consultoría y urbanismo, con los efectos que se derivan de las previsiones 

contenidas en esta Ley") implica que la contratación de los servicios de arquitectura 

tiene la consideración de una prestación de carácter intelectual a los efectos de aplicar 

las especialidades contenidas en dicha norma sobre criterios de adjudicación como la 

contenida en el art. 145. 4 párrafo segundo de dicha norma en la que se establece que 

"en los contratos que tengan por objeto prestaciones de carácter intelectual, los criterios 

relacionados con la calidad deberán representar "al menos el 51% de la puntuación 

asignable en la valoración de las ofertas. 
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